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En nuestra época no existe tal cosa como 'mantenerse fuera 

de la política'. Todas las cuestiones son cuestiones políticas, 

y la política misma es una masa de mentiras, evasivas, 

tonterías, odio y esquizofrenia. 

George Orwell 
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Resumen 

Las Reservas Estratégicas Mineras del Estado son una figura creada con el fin de realizar 

la explotación masiva de minerales de interés estratégico. Así, representan de forma clara 

la política extractiva que han llevado los gobiernos en Colombia desde hace años. 

Lamentablemente, esta política minera es generadora de conflictos ambientales y de 

afectaciones a los ecosistemas del país con lo que, en los últimos años, como forma de 

resistencia, las comunidades han hecho uso de los mecanismos de participación 

administrativos, políticos y judiciales para frenar estas actividades en sus territorios.  

 

De esta manera, este trabajo tiene como fin analizar la figura de las reservas desde una 

visión del extractivismo y la democracia ambiental, buscando visibilizar las herramientas 

utilizadas por las comunidades en este caso. En el mismo sentido, se busca plantear la 

discusión frente a la efectividad de los mecanismos de participación en materia ambiental, 

buscando determinar si cumplen, efectivamente, con sus objetivos.  

 

 

 

Palabras clave: Democracia Ambiental, industria extractiva, minería, conflictos 

ambientales, reservas estratégicas mineras, mecanismos de participación  
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Abstract 

The Strategic Mining Reserves of the State are a figure created with the purpose of carrying 

out the massive exploitation of minerals of strategic interest. Thus, they represent in a clear 

way the extractive policy that the governments in Colombia have been carrying out for 

years. Unfortunately, this mining policy generates environmental conflicts and affects the 

ecosystems of the country. In recent years, as a form of resistance, the communities have 

used administrative, political and judicial participation mechanisms to stop these activities 

in their territories. 

 

In this way, this work aims to analyze the figure of the reserves from a vision of extractivism 

and environmental democracy, seeking to make visible the tools used by the communities 

in this case. In the same sense, it seeks to raise the discussion regarding the effectiveness 

of the mechanisms of participation in environmental matters, seeking to determine whether 

they meet, effectively, their objectives. 

 

 

Keywords: Environmental democracy, strategic mineral, mining, environmental conflicts, 

Mechanisms of Public Participation.    
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Introducción 

Durante los últimos años ha habido un aumento significativo de la actividad minera en 

Colombia, esto, en tanto la producción y exportación de materias primas y minerales se ha 

vuelto fundamental para el mantenimiento de los niveles de consumo propios de los países 

desarrollados, lo que ha llevado a una fuerte demanda por explotación de minerales e 

hidrocarburos en los países productores en vía de desarrollo.  

 

En Colombia el sector minero energético constituye un sector productivo importante, no 

sólo por su rentabilidad sino también para aumentar la competitividad y el posicionamiento 

del Estado a nivel internacional.  

 

Sin embargo, si bien la actividad minera ha generado aumento en la inversión extranjera 

directa, también ha traído consigo numerosos conflictos ambientales y consecuencias 

ecológicas que deben asumir las comunidades y ecosistemas que se encuentran en los 

territorios donde se desarrollan estos proyectos. Como consecuencia de lo anterior, se han 

realizado numerosas movilizaciones sociales, apoyadas de herramientas de participación 

ciudadana, tendientes a la búsqueda de la autonomía de los territorios y a su protección.   

  

En este contexto, el presente trabajo de investigación tiene como objetivo primordial 

analizar la figura de las reservas estratégicas mineras, a la luz de la implementación del 

modelo extractivo y el funcionamiento de la democracia ambiental. Esto, en tanto la 

creación de esta figura es una clara muestra de los intereses nacionales frente a la 

explotación masiva de recursos, a la vez que sirve para la ejemplificación de cómo 

funcionan en la práctica distintos mecanismos de participación como la consulta previa y 

la acción de tutela.  

 

Se busca determinar el rol del Estado como agente privatizador de los recursos naturales 

no renovables, especialmente en lo concerniente a la minería y las reservas estratégicas, 

así como identificar mecanismos de participación en materia ambiental, contrastando lo 
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dispuesto en el ordenamiento jurídico colombiano con el funcionamiento práctico de los 

mecanismos administrativos, políticos y judiciales escogidos.  

 

Adicionalmente, con base en un estudio de caso, se busca determinar si existen obstáculos 

que las personas o comunidades deban surtir, con el fin de garantizar sus derechos en 

relación con las actividades extractivas, especialmente aquellos relacionados con el 

acceso a la información, la participación y el acceso a la justicia en materia ambiental.  

 

Para esto, el primer capítulo aborda los conceptos de desarrollo, desarrollo sostenible y 

buen vivir, así como las dinámicas geopolíticas actuales que se derivan en situaciones de 

asimetría entre los países, esto, como aspectos determinantes para entender la minería 

como actividad extractiva.  

 

De forma posterior, en el segundo capítulo se presenta un análisis de la minería en 

Colombia, a la luz de la normatividad interna y los Planes Nacionales de Desarrollo de los 

años 2006 a 2022, a la vez que se desarrollan temas como los conflictos ambientales y las 

afectaciones a los ecosistemas propias de estos periodos y relacionados con la actividad 

extractiva.  

 

El tercer capítulo busca abordar el concepto de democracia ambiental, siendo esta una 

garantía y un derecho para las comunidades que se ven afectadas por el modelo 

económico del Estado. Así, para el caso colombiano, se tratará específicamente el derecho 

a la participación en materia ambiental, buscando determinar la efectividad de estos 

mecanismos y su relación con las comunidades donde se desarrollan proyectos de 

explotación minera.  

 

Por último, se analiza la incidencia de la figura jurídica de las Reservas Estratégicas 

Mineras del Estado dentro de los territorios de algunas comunidades étnicas, así como la 

necesidad que tienen dichas comunidades de recurrir a los mecanismos de participación 

judicial para garantizar sus derechos, pese a existir herramientas previas de carácter 

administrativo para su protección.  
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Igualmente, frente a esta figura, se analizarán otros pronunciamientos judiciales, 

tendientes a solucionar obstáculos para la ciudadanía en temas de acceso a la información 

y se finalizará con una revisión del estado actual de las cosas.  

 

Este estudio resulta de importancia en temas ambientales al significar un aporte para que 

las personas y comunidades afectadas por la realización de actividades de extracción 

minera conozcan de forma clara las herramientas dispuestas para la protección de sus 

derechos. Así mismo, sirve como base para entender la forma en la que funciona 

actualmente el sistema político, unido a la concepción de desarrollo actual, con lo que 

refuerza a diferentes autores que han estudiado la necesidad de replantear el modelo 

económico y desviar el foco de las actividades extractivas, especialmente al evaluar las 

implicaciones que este genera sobre comunidades.  

 

En virtud de lo anterior, para lograr los objetivos se utilizó una metodología de investigación 

explicativa, con lo que además del planteamiento del problema, basado en la falta de 

efectividad de los mecanismos de participación en materia ambiental, se buscó determinar 

sus causas, encontrando un nexo causal entre esta problemática y la política extractiva del 

Estado.  

 

Así, dentro de los resultados de investigación se encontró que muchos de los mecanismos 

de participación políticos y administrativos en materia ambiental no son efectivos debido a 

las políticas mineras. En consecuencia, resulta necesario para las comunidades acudir a 

los mecanismos en materia judicial con el fin de garantizar sus derechos y la protección de 

los territorios y ecosistemas.   

 





 

 
 

1. Desarrollo econ·mico, extractivismo 
y asimetr²a de los pa²ses  

En este capítulo se contextualiza al lector frente a las dinámicas económicas actuales, en 

virtud de las cuales se desarrollan las actividades extractivas que se abordarán más 

adelante, con el objetivo de entender la minería como la máxima forma de implementación 

del modelo extractivista en América Latina y Colombia, en el marco de la asimetría 

económica y política de los países.  

 

Para esto, el enfoque del presente capítulo va desde una perspectiva general hacia la 

aplicación específica en América Latina. Así, en primer lugar, se aborda de forma 

introductoria el concepto de desarrollo y el contexto a partir del cual se hace explícita la 

asimetr²a global entre los llamados pa²ses ñdesarrolladosò y los pa²ses ñen v²a de 

desarrolloò. Esta asimetría justifica la implantación forzosa del modelo económico 

capitalista como única forma de lograr el desarrollo y superar las condiciones de atraso y 

pobreza. En los países periféricos o ñsubdesarrolladosò, esta situaci·n de asimetr²a ha 

derivado en la implementación irrestricta del extractivismo como modelo de desarrollo.  

1.1 El sistema económico capitalista y su relación 
con el concepto de desarrollo 

El extractivismo tiene una larga historia en América. De acuerdo con Sánchez Ángel 

(2016), se podría decir que se inauguró con la conquista de los españoles, portugueses, 

franceses, ingleses y holandeses en el territorio latinoamericano, manteniéndose vigente 

desde ese momento histórico y alcanzando su auge con la consolidación del capitalismo 

como sistema económico hegemónico a nivel mundial.  

 

Bajo el capitalismo se ha dado la explotación sistemática tanto de las personas como de 

la naturaleza, aumentando y agravando las desigualdades a la par que se incentivan los 
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procesos de homogeneización cultural, pues la heterogeneidad y la diversidad han sido 

vistas como factores que afectan de manera negativa a los sistemas de producción y 

consumo altamente dependientes de la estandarización. La imposición del capitalismo se 

ha dado teniendo como única prioridad la acumulación de capital y uno de sus objetivos 

es favorecer la concentración del poder en los países que se encuentran en los epicentros 

económicos (industriales y financieros), tales como Estados Unidos, Japón, la Unión 

Europea y, actualmente, los nuevos epicentros de acumulación de capitales en China y el 

sudeste asiático (Sánchez Ángel, 2016). 

 

La sobreproducción de mercancías busca incentivar el consumo y de esta manera justificar 

la creación de capital financiero para su consecuente acumulación. Al equiparar el 

consumismo a la satisfacción de las necesidades y, por ende, al bienestar social, el 

discurso del desarrollo a partir del crecimiento económico es solo una herramienta usada 

para perpetuar el sistema capitalista y para aumentar tanto la industrialización como la 

dependencia del subsistema financiero. En los países periféricos ñen v²a de desarrolloò, la 

aplicación del sistema capitalista deviene en la reprimarización de la economía, esto es la 

reconversión de sus dinámicas económicas, regionales y territoriales hacia la extracción 

de los minerales y las materias primas necesarios para completar los ciclos de acumulación 

de capitales, sustentados en la transformación industrial de materiales en los centros 

industriales, financieros y de consumo (Alarcón, 2011).  

 

A pesar de que los países latinoamericanos declararon su independencia a principios del 

siglo XIX, se dieron situaciones concretas de dependencia de los centros dinámicos de la 

economía capitalista mundial. En una primera etapa de dependencia claramente visible, 

los grupos dirigentes locales en Latinoamérica se acogieron a los intereses de Inglaterra 

como nación que desempeñó el papel central en la economía capitalista. Esto se dio hasta 

la Primera Guerra Mundial y fue caracterizado por la vinculación a dicha economía central 

para la integración territorial mediante ferrocarriles, vías fluviales, líneas de telégrafo y 

desarrollos de infraestructura que requerían inversión de capitales financieros, los cuales 

Inglaterra estaba en capacidad de proporcionar. A cambio, los países latinoamericanos 

orientaron su producción hacia las materias primas agropecuarias y extractivas en función 

de la demanda de dicha economía central (Faletto, 2009).  
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Posteriormente, entre la Primera Guerra Mundial y hasta finales de la década de 1970 se 

dio un cambio en la balanza geopolítica global que hizo que la supremacía pasara de 

Inglaterra a Estados Unidos. Para los países dependientes fue más difícil colocar sus 

materias primas en los mercados mundiales y esto repercutía en una carencia de divisas 

para importar productos manufacturados. Esto condujo al desarrollo de industrias locales 

sustitutivas, las cuales transformaron la dependencia en la necesidad de importar bienes 

de capital (maquinaria, tecnología e inversiones) para el desarrollo industrial. La tercera 

fase de dependencia empezó en la década de 1980 y está marcada por el papel 

preponderante de las empresas multinacionales estadounidenses, europeas y japonesas 

en la economía capitalista mundial. La banca privada desplazó a los préstamos de 

gobierno a gobierno, teniendo en esta situación un papel protagónico el Fondo Monetario 

Internacional. Con el apoyo de los gobiernos de Ronald Reagan en EEUU y de Margaret 

Tatcher en Gran Bretaña se forzó el abandono de las políticas keynesianas de intervención 

social y el desmantelamiento de los Estados de bienestar, en favor de la nueva 

liberalización de los mercados globales. Este período se vio marcado además por la 

reprimarización de las economías en los países subdesarrollados, incluyendo a toda 

Latinoamérica. La dependencia en esta nueva fase consiste tanto en la necesidad de 

tecnologías fabricadas en países desarrollados como en inversiones de capitales y 

condiciones desiguales de negociación, asimetrías dadas a partir de la deuda pública y la 

consecuente autoridad del FMI para imponer reformas estructurales en dichos países 

subdesarrollados (Faletto, 2009). 

 

En este punto, es necesario hacer un recuento histórico del concepto de desarrollo, el cual 

fue abordado por primera vez por el ex presidente norteamericano Harry S. Truman en 

1949, quien en su discurso inaugural frente al Congreso mencionó la existencia de países 

ñsubdesarrolladosò, dando a entender el ideal de lograr la transformación total de las 

culturas y formaciones sociales de tres continentes de acuerdo con los dictados y el modelo 

económico de los países industrializados, también llamados del ñprimer mundoò, siendo 

éstos considerados avanzados en términos económicos (Escobar, 2007). En su discurso 

Truman (1964) aseguró que  

 

ñMás de la mitad de la población del mundo vive en condiciones cercanas a la 

miseria. Su alimentación es inadecuada, es víctima de la enfermedad. Su vida 

económica es primitiva y está estancada. Su pobreza constituye un obstáculo y una 
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amenaza tanto para ellos como para las §reas m§s pr·speras (é) Producir m§s es 

la clave para la paz y la prosperidad. Y la clave para producir más es una aplicación 

mayor y m§s vigorosa del conocimiento t®cnico y cient²fico modernoò1.  

 

Con este discurso se impuso la idea de la necesidad de perpetuar el modelo de desarrollo 

económico para eliminar la pobreza mundial. 

 

Este concepto fue aceptado y adoptado por naciones de todo el mundo (a excepción del 

bloque comunista resultante de la Segunda Guerra Mundial), por lo que los países 

catalogados como ñsubdesarrolladosò iniciaron un camino tendiente a desarrollar sus 

economías con base en los parámetros dados por los países industrializados, siendo el 

capitalismo el modelo ideal para lograr la superación de las barreras económicas. En la 

Conferencia de Bretton Woods se pusieron las bases de un nuevo sistema económico 

internacional, una profundización del capitalismo basada en la acumulación financiera y 

soportada en la incorporación de nuevos territorios, con el objetivo de instaurar ñuna 

economía mundial en la que las personas de cada nación tendrán la oportunidad de poner 

en pr§ctica sus potencialidades en paz (é) y disfrutar cada vez m§s los frutos del progreso 

material en una tierra infinitamente bendecida con riquezas naturalesò (Morgenthau, 1994).  

 

Durante los siguientes años los países del primer mundo continuaron imponiendo sus 

políticas de desarrollo económico, buscando la unificación de la cultura mundial sin tener 

en consideración los límites materiales del planeta, pues el mismo se consideraba una 

fuente infinita de recursos. En los años 60 se empiezan a evidenciar problemas 

ambientales presentes en los países desarrollados, por lo que se hizo claro que la 

acumulación de emisiones contaminantes como gases de efecto invernadero, pesticidas o 

vertimientos de desechos industriales a fuentes de agua, generaban impactos mundiales, 

siendo necesaria la creación de la Comisión Mundial del Medio Ambiente y del Desarrollo, 

                                                
 

1  Discurso original en inglés: ñMore than half the people of the world are living in conditions 
approaching misery. Their food is inadequate. They are victims of disease. Their economic life is 
primitive and stagnant. Their poverty is a handicap and a threat both to them and to more prosperous 
§reas (é) Greater production is the key to prosperity and peace. And the key to greater production 
is a wider and more vigorous application of modern scientific and technical knowledgeò Recuperado 
en: https://www.bartleby.com/124/pres53.html el 5 de mayo de 2018. 
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la cual presentó ante Naciones Unidas el Informe Brundtland. De esta manera, y en los 

años posteriores, Naciones Unidas empezó a tratar el concepto de ñdesarrollo sostenibleò.  

 

El desarrollo sostenible se entiende como aquel que garantiza las necesidades del 

presente sin comprometer las posibilidades de las generaciones futuras para satisfacer 

sus propias necesidades (Naciones Unidas, 1987). Así, el concepto tenía como base la 

relación entre desarrollo económico y medio ambiente, por lo que buscaba lograr la 

adopción de decisiones tendientes a asegurar los recursos para sostener a esta 

generación y a las siguientes. En el Informe Brundtland se establece igualmente que los 

países considerados no desarrollados no pueden avanzar ni llegar al nivel de los países 

desarrollados, debido a la escasez de los recursos naturales, existiendo límites al concepto 

tradicional de desarrollo. 

 

Con esta restricción y al analizar conceptos centrales del discurso como mercado, 

planeación, población, medio ambiente, producción, igualdad, participación, necesidades 

y pobreza, se manifiesta que los mismos cuentan con un carácter arbitrario ligado a la 

cultura occidental, manteniendo la intención de dominación sobre otras culturas (Sachs, 

1992). Igualmente, la flexibilidad del concepto de desarrollo sostenible ha permitido 

adaptarlo a diferentes intereses, con lo que organizaciones como el Banco Mundial pueden 

afirmar buscar una globalizaci·n ñsostenibleò a la vez que promueven el crecimiento 

económico. De igual forma la Organización Mundial del Comercio -OMC- propende por el 

desarrollo sostenible por medio de la apertura de las fronteras y la remoción de las barreras 

al comercio (Drexhage y Murphy, 2010). 

 

Sin embargo, la entrada en escena del modelo neoliberal, la globalización y la consecuente 

redefinición de actores y roles en la arena del comercio internacional, favoreció 

ampliamente la difusión de las visiones de desarrollo sostenible provenientes desde los 

países desarrollados. 

 

Por lo anterior, el concepto de desarrollo sostenible parece haber servido para perpetuar 

el modelo económico, favoreciendo el crecimiento de los países desarrollados y 

restringiendo a los países subdesarrollados, por lo que la violencia, pobreza, deterioro 

social y ambiental crecientes son el resultado de modelos de crecimiento sin evaluaciones 
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reales de impactos, que continúan con el endeudamiento de los países y el marginamiento 

de parte de la población mundial como una práctica social (Escobar, 2007). 

 

De esta manera, la idea de desarrollo, que permitía pensar que los pueblos pobres podrían 

disfrutar de la vida de los pueblos ricos, fue utilizada como una forma de òmovilizar a los 

pueblos de la periferia y llevarlos a aceptar enormes sacrificios, para legitimar la 

destrucción de formas de cultura arcaicas, para explicar y hacer comprender la necesidad 

de destruir el medio físico, para justificar formas de dependencia que refuerzan el carácter 

predatorio del sistema productivoò (Furtado, 1975), creando sistemas de dependencia de 

los países catalogados como subdesarrollados hacía los países desarrollados.   

 

El concepto de desarrollo sostenible, oficializado en el Informe Bruntland (ONU, 1987), 

generó una insatisfactoria ambigüedad, toda vez que los países desarrollados aceptaron 

el desarrollo sostenible como una ligera variación de su bussiness-as-usual, mientras que 

desde los países subdesarrollados se lanzaron propuestas más radicales que requieren 

un cambio en el paradigma económico. De esta manera surgen los modelos de Desarrollo 

Humano y de Buen Vivir con postulados que sitúan el desarrollo ya no en su dimensión 

economicista y medida en el crecimiento del PIB per cápita sino en indicadores de 

desarrollo humano, con especial preponderancia en la definición de necesidades y 

satisfactores como elementos aportantes al desarrollo social e individual, redistribución de 

la riqueza, mejoras en la calidad de vida, acceso a salud, educación e igualdad de 

oportunidades (Vanhulst, 2013).  

 

Así, en Latinoamérica surgió el postdesarrollo como postura crítica al discurso hegemónico 

del desarrollo impuesto por los pa²ses desarrollados en el denominado ñSurò global. Se 

cuestiona el desarrollo ïy su adaptación discursiva en forma de desarrollo sostenible-, así 

como las instituciones encargadas de imponer discursos y prácticas alineadas con los 

intereses de acumulaci·n financiera por parte del ñNorteò global. El postdesarrollo muestra 

fuertes cercanías con las críticas de algunos pueblos indígenas y campesinos al modelo 

económico, ya que sus racionalidades no están insertas en la ideología del progreso. A su 

vez, los saberes ancestrales se convierten en fuentes privilegiadas para construir 

alternativas al desarrollo basadas en el conocimiento profundo de los lugares, los territorios 

y las personas (Escobar, 2000).  
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Entre los aportes dados por las alternativas al desarrollo se habla del Buen Vivir (Sumak 

Kawsay en quechua), que se aparta del desarrollo como crecimiento económico perpetuo, 

la comprensión lineal de los procesos económicos y el antropocentrismo, para enfocarse 

en el bienestar de las personas desde sus propias creencias, lo que permite disolver la 

dualidad sociedad/naturaleza, siendo estos componentes de un todo indivisible. Uno de 

los planteamientos principales es que la noción de desarrollo debe ampliar su foco 

exclusivamente económico, y por ende alejarse de indicadores como el PIB, para centrarse 

en el desarrollo de las potencialidades humanas en libertad a nivel individual y colectivo, 

en la construcción de una integración más profunda entre las personas y entre las 

sociedades y los ecosistemas, teniendo como objetivo el lograr una armonía total con el 

cosmos (Gudynas, 2011).  

 

Parte fundamental del postdesarrollo y del Buen Vivir se basa igualmente en la inclusión 

de las comunidades y personas en el ámbito de lo público, en la creación de políticas 

públicas y en la inmersión en los controles políticos, logrando el entrelazamiento con la 

esfera económica y en el tejido social (Esteva, 1996). Sin embargo, en la actualidad, los 

conceptos de postdesarrollo y Buen Vivir no han logrado ser acogidos dentro de los 

modelos económicos de los Estados. Así, en Latinoamérica sigue imperando el capitalismo 

como sistema económico preferente, por lo que gran parte de los Estados, incluyendo el 

caso colombiano, acogen las medidas de los países industrializados, continuando con las 

relaciones asimétricas producto de este sistema. 

1.1.1 Deuda ecológica y asimetría de los países  

De esta manera, habiendo abordado el concepto de desarrollo con el fin de contextualizar 

las asimetrías de los países industrializados y aquellos que se encuentran en la periferia, 

es posible entrar a explicar algunas de las medidas y fenómenos que surgen a raíz de esta 

situación de disparidad.  

 

As², por ejemplo, se presenta el fen·meno de ñThe moral high groundò, que consiste en 

que países cuyo estilo de vida resulta ecológicamente no generalizable al mundo entero -

es decir, los países altamente industrializados- dan lecciones de cómo lograr la 

sustentabilidad ecológica. Un ejemplo de lo anterior es el embargo atunero de EEUU a 
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México, Venezuela, Colombia y otros países latinoamericanos debido a la matanza de 

delfines producto de la pesca de atún (Portilla, 2008). Esta situación presenta 

cuestionamientos, pues si bien esta situación fáctica es cuestionable y debería ser 

prevenida a toda costa, no se evidencian sanciones o embargos en otras importaciones 

que generan altos impactos ambientales como lo es la minería. Así, se puede ver con 

claridad que las razones del embargo trascienden de lo puramente ambiental, existiendo 

un supuesto proteccionismo ambiental de los países del Norte global o hegemónicos, sin 

que en la realidad respondan por algún daño ecológico producto del comercio internacional 

o de los beneficios que reciben al no pagar por esos daños (Martínez y Roca, 2014).  

 

La condicionalidad, sea en el ámbito financiero o ambiental, que se impone desde los 

Estados hegemónicos a los Estados periféricos, se refiere generalmente a condiciones que 

provienen del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional y obligan a los países en 

ñv²a de desarrolloò a implementar medidas antes de conceder pr®stamos o refinanciar la 

deuda externa. Dentro de estas medidas se encuentran, por ejemplo, los programas de 

estabilización tendientes a disminuir el consumo interno de los países y aumentar la 

exportación para pagar parte de la deuda (Escobar, 1996). 

 

Para el caso concreto colombiano, en 1991 la Constitución Política de Colombia definió al 

país como un Estado social de derecho, democrático, participativo y pluralista. De forma 

simultánea se desarrolló la apertura económica como la aplicación de los principios del 

modelo neoliberal en el país. Existe en esto una contradicción pues el Estado social de 

derecho se basa en los principios del Estado de bienestar, mientras que el modelo 

neoliberal propende por una intervención mínima del Estado en programas sociales de 

bienestar, centrándose primordialmente en el fomento de la competitividad y el comercio 

internacional a partir de la idea de las ventajas comparativas. En este orden de ideas la 

política colombiana promovió una mayor libertad de acción del sector privado y un Estado 

mínimo (Londoño, 2009). 

La apertura económica en Colombia se fundamentó en la apertura de capitales, la apertura 

comercial enfocada a las materias primas y la política de inversión extranjera como 

promoción del libre comercio. Para ello se dieron reformas comerciales, financieras, 

cambiarias, laborales, tributarias, de seguridad social y fiscales, así como la expedición de 
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nuevas leyes para limitar o desmantelar las principales instituciones de bienestar 

(Londoño, 2009). 

 

Las reformas que favorecieron los procesos de privatización y entrega de los recursos del 

país se dieron en distintos frentes. Respecto a los mercados de bienes y servicios, a partir 

de las leyes 7 y 9 de 1991, se modificaron las reglas para el comercio exterior, se cambió 

el estatuto cambiario y se quitaron aranceles para las importaciones. En los mercados de 

capitales, las leyes 45 y 49 de 1990 fijaron reformas financieras y tributarias que abrieron 

los incentivos a la inversión extranjera así como la privatización de bancos y entidades 

financieras del Estado. Para la infraestructura, la Ley 1 de 1991 liquidó las entidades 

Colpuertos y Ferrocarriles Nacionales, abriendo la puerta a la privatización. Para el 

favorecimiento de la privatizaci·n se hizo constitucional el concepto de ñlibertad 

econ·micaò y se prohibi· la existencia de monopolios estatales. Así mismo se abrió paso 

a la privatización de servicios públicos (Estrada, 2006).  

 

La trasnacionalización en la explotación de hidrocarburos y minería se favoreció a partir de 

acuerdos con la OMC, por medio de los decretos 517 de 1995 y 1295 de 1996 al eliminar 

trabas procedimentales. La Ley 226 de 1995 autorizó la venta de activos en el sector 

minero energético en siete plantas de generación eléctrica, así como la venta de acciones 

de la Empresa de Energía del Pacífico, Cerromatoso y Carbocol. Esta misma ley permitió 

que Ecopetrol participara en diversas empresas del sector privado enfocadas a la 

extracción de hidrocarburos y generación de energía eléctrica, convirtiéndose en una 

empresa estatal mixta (con participación privada). Del mismo modo se privatizaron 

entidades financieras y bancarias estatales y otras se descuidaron para ocasionar su 

declive intencional (Estrada, 2006).  

 

Los programas de estabilización y la trasnacionalización de los recursos y empresas del 

Estado dan lugar a consecuencias sociales y ecológicas  negativas y entrelazadas, como 

es el hecho de bajar los salarios internos y aumentar la exportación de recursos naturales, 

ayudando a la expansión minera y agroindustrial, empeorando la relación de intercambio. 

Por lo anterior, los países del Sur terminan comprometiendo sus recursos y viéndose 

afectados en mayor medida. Esto, en principio, debería darles la libertad de buscar imponer 

impuestos a través de los cuales se logre la compensación del daño ecológico, como por 

ejemplo, (i) uno que refleje en los precios de las exportaciones algunas externalidades 
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locales y globales y, (ii) uno que represente una compensación por la pérdida o 

agotamiento del patrimonio natural, los cuales deberían ser asignados a los países y 

empresas transnacionales que se benefician de la exportación de recursos naturales y los 

industrializan, sin embargo, las obligaciones de las empresas transnacionales en 

Latinoamérica son laxas, generando una retribución insuficiente (Martínez y Roca, 2014). 

 

Como se puede ver, los países industrializados o países hegemónicos, se han encargado 

de imponer cargas y lecciones sobre sustentabilidad a los países periféricos, a partir de la 

idea expresada en el Informe Brundtland de que para alcanzar la sustentabilidad es 

condición necesaria alcanzar ciertos niveles de desarrollo económico. Esta situación 

resulta altamente reprochable debido principalmente a que los países desarrollados llevan 

estilos de vida que no podrían ser sostenibles para el mundo entero, pues en caso de ser 

así la Tierra no soportaría la intensidad material, energética ni ecosistémica requerida por 

la puesta en práctica de este modelo económico a nivel planetario.  

 

Prueba de esto, precisamente, se encuentra en la capacidad de carga del planeta y el 

concepto de huella ecológica. Así, la huella ecológica de países hegemónicos es mucho 

mayor a la huella ecológica de países periféricos, por lo que, por ejemplo, Estados Unidos, 

genera un impacto en los ecosistemas muchísimo mayor que países como Colombia, 

debido principalmente a que los niveles de consumo del primero son más altos y menos 

sostenibles que en el segundo. Para ejemplificar lo anterior, algunos autores han 

manifestado que para mantener el consumo actual de los norteamericanos serían 

necesarios al menos cinco planetas más con condiciones ecológicas y minerales similares 

a las de la Tierra, debido a que el nivel de consumo excede por mucho la capacidad del 

país e incluso del planeta entero (Global Footprint Network, 2016).  

 

Sin embargo, precisamente la inconsistencia del modelo económico se presenta al realizar 

este contraste. Esto, por cuanto si bien los niveles de producción de Colombia son mucho 

más bajos y, eventualmente, pueden mantenerse en ese nivel sin generar un detrimento 

tan grave a los ecosistemas, es Estados Unidos el país que impone las reglas y sanciones 

por las externalidades generadas en el desarrollo del sistema capitalista.   
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Teniendo claro lo anterior se hace necesario cuestionarse por qué un país más sostenible 

con el ambiente permite que un país cuyo estilo de vida no es generalizable le dé lecciones 

para lograr la sustentabilidad ecológica. Frente a este punto la explicación razonable es 

que los países en condición de desventaja económica, pese a manifestar una 

preocupación frente al ambiente y los sistemas ecológicos, prefieren sacrificar lo anterior 

con el fin de lograr o mejorar su posicionamiento económico, permitiendo las imposiciones 

de países denominados desarrollados, en virtud de las asimetrías de poder existente entre 

ellos. También existe actualmente el caso de algunos gobiernos como el de Donald Trump 

en EEUU o el de Jair Bolsonaro en Brasil, que deciden activamente ignorar las 

consideraciones ambientales en favor del objetivo último del crecimiento económico. 

 

Así, los derechos de propiedad y la distribución del ingreso y del poder generan 

condicionamientos frente a la relación entre el sistema económico y los ecosistemas, por 

lo que los países periféricos deben someterse a las políticas de los países hegemónicos, 

pues son estos los que tienen el poder y lo reafirman mediante exportaciones de capital a 

manera de préstamos mediante instituciones como el Banco Mundial o el Fondo Monetario 

Internacional, con el objetivo de favorecer las condiciones financieras para lograr el 

desarrollo económico. Esto, como ya se ha mencionado, genera que los países del Sur 

mantengan una deuda externa que, en la actualidad, debe ser pagada mediante el 

sacrificio de los recursos naturales y la reducción de los programas sociales 

fundamentados en el gasto público estatal. Así, esta deuda tiene un peso tan determinante 

en la política económica de países latinoamericanos, que se termina priorizando el 

desarrollo financiero sobre la pérdida del patrimonio natural (Martínez y Roca, 2014).  

 

Igualmente, para pagar la deuda externa se debe lograr un excedente con el fin de 

aumentar el PIB del país y realizar los respectivos pagos; en consecuencia, se debe 

incrementar la productividad y la inversión extranjera, lo que termina representando una 

sobreutilización de la naturaleza, justificada en la idea de las ventajas comparativas 

debidas a la abundancia de recursos naturales y de mano de obra barata. La naturaleza 

no crece como la economía, los recursos no renovables se produjeron hace tiempo, ahora 

simplemente se extraen y, los recursos renovables, tienen ritmos biológicos de crecimiento 

que son más lentos que los ritmos económicos impuestos desde afuera, así que la sobre 

explotación lleva necesariamente a la escasez de recursos, la pérdida de biodiversidad y 
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el aumento de las concentraciones de gases contaminantes que incrementan la potencia 

del efecto invernadero (Van der Bergh et al., 1999; Martínez y Roca, 2014).  

 

De esta manera, la obligación de aumentar el PIB y, en general, el comercio transnacional, 

no tiene en cuenta las externalidades negativas locales, por lo que, en la práctica, la 

protección local a las comunidades, individuos y a la propia naturaleza disminuye de 

manera radical. Igualmente, en materia económica la contaminación al aire, suelo y agua 

son externalidades que deben asumir los ecosistemas y las poblaciones cercanas más no 

las empresas que generan la afectación. Así mismo, en teoría, los gobiernos son los 

encargados de internalizar las externalidades, sin embargo, la globalización y consecuente 

liberalización de los mercados impide el cumplimiento del rol estatal como agente 

regulador, es decir, se reduce su capacidad de autogobierno y con ello, las medidas 

jurídicas de protección de las comunidades (Bermejo, 2002). 

 

A medida que la economía crece se usan más materiales y energía, por lo que es 

conveniente traer a colación algunos de los postulados de la economía ecológica, la cual 

critica a la economía convencional porque a esta última se le olvida la naturaleza en las 

cuentas económicas, mientras que la economía ecológica propone considerar indicadores 

biológicos, físicos, químicos y, también sociales e institucionales, buscando examinar la 

economía en términos de metabolismo social, logrando medir tanto los insumos 

energéticos y materiales de los procesos de producción y los desechos generados como 

las variables intangibles asociadas a las características sociales, institucionales e 

históricas de cada metabolismo particular (Castiblanco Rozo, 2007). 

 

Como se puede ver, pese a los altos niveles de contaminación presentes en países 

industrializados y la gran huella ecológica generada por los mismos, por razones 

económicas basadas en el capitalismo como modelo de desarrollo, el cual determina los 

niveles de poder de los respectivos Estados, los países periféricos como Colombia, se han 

sometido a cumplir con los condicionamientos dados por los primeros, con el fin de lograr 

un desarrollo económico y pagar la deuda externa, además del hecho de buscar adquirir 

relevancia política en los escenarios globales, sacrificando incluso sus recursos naturales 

y las condiciones de vida de parte de sus poblaciones. Esta situación deriva en lo que 

Naomi Klein (2015) ha denominado ñzonas de sacrificioò, refiri®ndose a los territorios m§s 
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degradados en términos ecológicos por las actividades extractivas, lugares donde sus 

habitantes carecen de poder político y económico y por ende deben aceptar las 

imposiciones de grandes empresas y gobiernos favorecidos por las asimetrías de poder 

que emergen de las desigualdades econ·micas y los discursos de ñsubdesarrolloò. 

1.2 El extractivismo como modelo económico en 
América Latina 

Tal y como se ha venido evidenciando, las dinámicas geopolíticas actuales que se 

encuentran directamente entrelazadas con el modelo económico propician el consumo 

masivo, que a su vez deriva en disputas globales por los recursos naturales, buscando 

reproducir la lógica de acumulación en América Latina. Esto, sumado a la condición 

histórica de región exportadora de materias primas (commodities), ha generado un 

incremento en la demanda de materias primas por parte de los países industrializados, 

especialmente Estados Unidos y China (Merchand Rojas, 2016). Así, los principales 

problemas ambientales del mundo se generan por el agotamiento de los recursos que son 

absorbidos por el modelo de desarrollo y se convierten en residuos de alta entropía, 

generando consecuencias ambientales diferenciadas como señala Ángel Maya (2003): 

 

(é) las consecuencias ambientales del desarrollo moderno en los pa²ses del tercer 

mundo no pueden asimilarse simplemente a los problemas del mundo desarrollado. 

Están dentro de la misma dinámica y obedecen al mismo proceso, pero se 

distinguen por el hecho de que los países pobres ocupan un lugar diferente dentro 

de la estructura de la producci·n mundial (é) Para entender lo que está pasando 

con el agotamiento de la tierra, es indispensable, por tanto, abandonar los criterios 

unanimistas que diluyen las responsabilidades en todos los navegantes de la tierra, 

olvidando que en esta nave existen capitanes y furgoneros. Los principales 

problemas ambientales del mundo tienen que ver con el agotamiento de los 

recursos que son absorbidos por la turbina del desarrollo y se convierten en 

residuos entrópicos, dentro de la máquina industrial de los países desarrollados. Es 

un mismo proceso, pero que deja consecuencias diferentes acá y allá. En los países 

pobres, la destrucción de los bosques tropicales o las consecuencias ambientales 

de las explotaciones mineras. En los países industrializados, los altos índices de 

contaminación (Ángel Maya, 2003, pp 40-41). 
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De esta manera, las consecuencias ambientales para los países periféricos, se derivan de 

la implementación del modelo extractivo, que debe entenderse como la forma de 

organización económica de un Estado que se basa en la extracción de recursos naturales 

en grandes volúmenes. Esta explotación se encuentra impulsada por grandes empresas, 

casi siempre de capital extranjero, que buscan principalmente la exportación de los 

recursos (Teubal y Giacarra, 2010). Esta situación se ha visto fuertemente agravada en los 

países del Sur global y particularmente los países latinoamericanos a partir de los nuevos 

procesos de liberalización de la economía y el comercio mundial que han tenido lugar 

desde finales de la década de los 80 y principios de los 90 (Gudynas, 2011). 

 

En general, las economías latinoamericanas han ido ampliando su frontera y abriéndose a 

empresas transnacionales, adoptando el extractivismo como parte esencial del desarrollo 

económico y generando una dependencia a este modelo (Merchand Rojas, 2016). Al 

sacrificar las dinámicas productivas de las comunidades locales, con el fin de generar una 

llegada masiva de divisas, conduce a la apreciación de la moneda nacional, pero también 

a la disminución de la competitividad externa de otros sectores como el agropecuario 

(Uprimny Yepes y Sandoval Rojas, 2014) y, por ende, la estabilidad de las economías 

nacionales se vuelve dependiente de las fluctuaciones de los mercados internacionales de 

commodities. 

 

Esta situación es conocida como la Enfermedad Holandesa, que se trata del surgimiento 

de una externalidad negativa a propósito de la reprimarización de la economía, esto es del 

signiýcativo crecimiento de un sector primario exportador que luego genera impactos 

negativos sobre las otras actividades económicas. La exportación de materias primas 

tiende a apreciar la moneda nacional en términos reales, con el resultado de que la 

producción y las exportaciones de los otros sectores comienzan a estancarse o a 

contraerse relativamente respecto del producto interno bruto (PIB), con efectos 

consecuentes sobre los niveles de empleo (Alarcon, 2011). 

 

Esta situación se presenta al tener los Estados en vía de desarrollo una noción -promovida 

entre otros por el Banco Mundial- en la que se considera que las condiciones actuales del 

mercado mundial permiten explotar la ventaja comparativa que estos tienen en términos 
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de recursos naturales, con el fin de aprovechar las oportunidades que ofrece la alta 

demanda por estos recursos en el mercado mundial (Merchand Rojas, 2016).    

 

Así, los países en vía de desarrollo han promovido en sus territorios actividades 

económicas que remueven grandes cantidades de recursos que no son procesados y se 

destinan a la exportación, buscando satisfacer los intereses del mercado mundial, 

especialmente, de los países hegemónicos que requieren de estos materiales para el 

desarrollo y el sostenimiento de sus industrias. Por esto, dentro de los recursos exportados 

se encuentra toda clase de materias primas, dentro de las que se encuentran los minerales, 

gas y petróleo, así como materias agrarias, forestales y productos pesqueros, 

convirti®ndose los pa²ses de Latinoam®rica en ñexportadores de naturalezaò (Merchand 

Rojas, 2016). 

 

Vale la pena resaltar que esta implementación del modelo extractivista, se da precisamente 

bajo las recomendaciones de los países hegemónicos, a través del Banco Mundial y el 

Fondo Monetario Internacional, como se mencionó previamente. Si bien varios Estados de 

América Latina habían iniciado procesos de industrialización a partir de los años treinta, 

estos procesos se vieron truncados al reconocer los límites estructurales del ciclo 

desarrollista, con lo que el BM y el FMI impulsaron los procesos de reprimarización de las 

economías y favorecieron nuevas configuraciones de las balanzas comerciales (Merchand 

Rojas, 2016). 

 

Así, se inició la teoría del aprovechamiento de las ventajas comparativas de los Estados, 

reivindicando el modelo extractivista e imponiéndolo en la economía de Latinoamérica, 

asegurando que este permitiría una mejor inmersión en el mercado y generaría inversión 

extranjera de países con necesidades de estos productos. De esta manera, las empresas 

dedicadas a la extracción de recursos, especialmente las mineras y petroleras, contaron 

con apoyos irrestrictos de los gobiernos, materializados en términos de liberación de flujos 

de capital y flexibilización o reducción de las regulaciones jurídicas (Merchand Rojas, 

2012).   

 

Esta situación ha permitido la materialización de un fenómeno que, de acuerdo a Mbembe 

(2011), podría denominarse el ñEstado Privado Indirectoò, donde los procesos de 

asignación de riquezas y nociones de bien público e interés general se han visto 
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modificados, marcados por una economía de concesiones, hecha de monopolios 

lucrativos, contratos, acuerdos secretos y favores ilícitos, en la que las grandes empresas 

realizan la explotación con la finalidad de llegar a exportar al mercado mundial, llegando a 

políticas estatales marcadas por la exclusión y la desigualdad, la cuales, son fijadas por el 

fin de favorecer a estas empresas y no al interés público (Mbembe, 2011). 

 

En Colombia existe una regularidad marcada entre los lineamientos estratégicos y las 

directrices de los Planes Nacionales de Desarrollo ïque se examinan más a fondo en el 

siguiente capítulo- frente al modelo extractivista como uno de los objetivos principales del 

fortalecimiento de la economía nacional. Dado que la actividad extractiva minera entonces 

es observada como una de las sendas por las que va encaminado el desarrollo del país, 

queda claro que se tiende a emular la corriente teórica del crecimiento económico 

sustentado por las organizaciones multilaterales como el Banco Mundial y el Fondo 

Monetario Internacional.  

 

El modelo desarrollista que concibe al crecimiento económico como un fin en sí mismo 

induce a la intensificación de la extracción minera que, entre otras cosas, conduce al 

deterioro progresivo de las condiciones sociales de las comunidades que habitan los 

territorios donde se llevan a cabo estas actividades, además de generar riesgos 

importantes a los derechos humanos de dichas comunidades. 

 

La relación de dominación del Sur por el Norte no escapa a la degradación ambiental. De 

hecho, la extracción masiva de recursos naturales en los países del tercer mundo se 

encuentra apoyada por el comercio internacional y la idea de las ventajas comparativas. 

Es un mecanismo para externalizar los costos ambientales ocasionados por dicho 

extractivismo. Así, pues, no solo los países sometidos ven diluirse su riqueza natural en 

los mercados de commodities sino que a cambio se quedan con toda la contaminación 

ambiental y los perjuicios sociales de la extracción y exportación de los mismos. Así, las 

costosas medidas de protección ambiental adoptadas por los países del Norte contrastan 

con un proceso de exportación de los costos ambientales al Sur. De esta manera el 

comercio internacional se convierte en otro factor para la degradación ecológica y social 

de los individuos, las sociedades, las naciones y el planeta.  



 

 
 

2. La Miner²a en Colombia y sus 
conflictos ambientales  

La minería ha sido vista como una actividad de gran relevancia para el mantenimiento de 

los niveles de consumo actuales y el estilo de vida pues permite, a través de la obtención 

selectiva de minerales, conseguir los materiales necesarios para la fabricación de 

tecnología, comunicaciones, producción de medicamentos, haciendo que este tipo de 

materia prima sea muy cotizada. En este sentido, Latinoamérica tiene un papel 

fundamental pues es reconocida por su potencial geológico, siendo considerada el 

principal destino de inversión minera mundial, razón por la cual los Estados 

latinoamericanos han ido adaptando su legislación interna para permitir el desarrollo de 

esta actividad (Chaparro, E., 2005). 

 

El Estado Colombiano no ha sido ajeno a esto, por lo que mientras en el mundo aumenta 

la demanda de petróleo y otros minerales como el cobre, el acero y el oro, Colombia rebaja 

los impedimentos legislativos para su explotación (Shantz, 2012).  Actualmente Colombia 

se ha centrado la explotación de hidrocarburos y de minerales como el oro y el carbón, 

siendo este último su principal producto, por lo que se ha vuelto el productor número uno 

de carbón en Latinoamérica y el décimo productor en el mundo. 

 

En el mismo sentido, vale la pena mencionar que el 93% de la explotación y producción 

primaria energética del país se encuentra constituida por recursos de origen fósil, mientras 

que sólo el 4% consiste en hidroenergía y un 3% en biomasa y residuos; esta explotación 

y producción incluye todos los sectores que necesitan energía en Colombia, dentro de los 

que se encuentran la infraestructura y transporte. (Unidad de Planeación Minero 

Energética, 2015, pp 24).   
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Esta situación debe generar llamados de atención, pues siguiendo el ritmo de los niveles 

de extracción actuales y de conformidad con las estimaciones del año 2015, Colombia 

contaría con reservas de petróleo para 7 años, de gas natural para 15 años, y de carbón 

para cerca de 170 años, siendo claro que al momento de agotarse estos recursos será 

inminente una crisis en caso de no contar con diferentes opciones en la canasta energética 

(Unidad de Planeación Minero Energética, 2015). Aunque las reservas de carbón 

estimadas para cerca de 170 años inducen a pensar que el país puede enfocar su matriz 

de generación energética hacia la extracción de este mineral, vale la pena anotar que el 

carbón es la más nociva de las opciones de generación de energía en términos de 

emisiones de gases de efecto invernadero, además de generar fuertes efectos negativos 

en los ecosistemas y en las comunidades, tal y como se ha evidenciado en los 

departamentos de La Guajira y Cesar (Betancur y Villa, 2017).  

 

Como muestra de lo anterior, se encuentra precisamente la participación de la minería y 

los hidrocarburos en la economía nacional, la cual pasó de representar el 2% del Producto 

Interno Bruto (PIB) en los años setenta, al 8% para el año 2012. Así mismo, en términos 

de exportaciones, para el año 2014, el sector minero y de hidrocarburos representaba el 

60% de estas (Uprimny Yepes y Sandoval Rojas, 2014). 

 

Los datos presentados en la Tabla 2-1 evidencian la dependencia de Colombia en materia 

de explotación de recursos mineros y de hidrocarburos, pues, si bien a partir del año 2015 

disminuyeron un poco los niveles de exportación, continúan siendo los productos más 

representativos en la economía nacional.  
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Tabla 2-1: Exportaciones de los principales productos de Colombia según participación 

porcentual. Años 2008 ï 2017 

 

Fuente: CEPAL (2019) 

2.1 Normatividad nacional respecto de la actividad 
minera y clases de minería en Colombia 

Teniendo en cuenta el nivel de importancia que se vislumbra en términos económicos 

frente a las actividades extractivas de la minería y la explotación de hidrocarburos, es 

evidente que el Estado colombiano ha tenido que adaptar igualmente su legislación 

nacional con el fin de permitir dichas actividades y levantar barreras que puedan generar 

obstáculos para su realización.  

 

Así, adentrándonos en la actividad minera en Colombia, esta se encuentra regulada por el 

Código de Minas (Ley 685 de 2001) que consagra en su artículo 13  la minería como una 

actividad de utilidad pública e interés social, estableciendo que:  

Productos principales 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017

Petróleos crudos 25,4 25,7 35,5 42,5 46,7 48,9 48,4 37,1 27,3 30,4

Carbón (antracita, hullas) 12,6 16,8 14,6 14,5 12,8 11,1 12,1 12,3 14,9 18,9

Café verde o tostado y sucedáneos del café 

que contengan café
5,2 5,0 5,1 4,9 3,4 3,4 4,7 7,4 8,3 7,2

Flores y capullos cortados para adornos 3,0 3,4 3,3 2,3 2,2 2,4 2,6 3,7 4,4 3,9

Plátanos (incluso bananas) frescos 1,8 2,7 2,0 1,5 1,4 1,4 1,6 2,3 3,1 2,6Productos de polimerización y 

copolimerización (v.g., polietilenos, 

poliestireno, derivados polivinílicos, etc., 

resinas de cumarona-indeno)

2,6 2,4 2,4 2,0 2,0 2,0 2,2 2,9 3,1 2,5

Coque y semicoque de carbón, de lignito o 

de turba
1,2

...
1,3 1,0 0,9

... ... ... ...
1,6

Productos de perfumería, cosméticos, 

dentífricos y otros preparados de tocador 

(excepto el jabón)

1,0 1,2 1,0

...

0,8 0,9 0,8 1,1 1,2 1,1

Insecticidas, fungicidas y desinfectantes 

(incluso los preparados para el ganado lanar 

y vacuno) y preparados similares ... ... ... ... ... ... ...

1,3 1,5 1,1

Aceite de palma ... ... ... ... ... ... ... ... ... 1,1

Carne de ganado vacuno, fresca, refrigerada 

o congelada
2,0 1,9

... ... ... ... ... ... ... ...

Azúcar refinada y otros productos 

obtenidos en la refinación de remolacha y 

de caña de azúcar (excepto los jarabes) ... ...

1,0 0,9

... ... ... ... ... ...

Gas natural ... ... ... ... 0,8 0,8 ... ... ... ...

Total de los productos principales 57,2 62,6 68,8 72,0 72,6 73,2 75,3 70,6 66,3 70,4

Todos los productos (millones de dólares) 36598,6 31293,0 37697,0 54165,7 56869,6 56565,8 53208,2 34599,8 29512,3 35996,5
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Artículo 13: Utilidad pública. En desarrollo del artículo 58 de la Constitución Política, 

declárase de utilidad pública e interés social la industria minera en todas sus ramas 

y fases. Por tanto podrán decretarse a su favor, a solicitud de parte interesada y 

por los procedimientos establecidos en este Código, las expropiaciones de la 

propiedad de los bienes inmuebles y demás derechos constituidos sobre los 

mismos, que sean necesarios para su ejercicio y eficiente desarrollo. (é) La 

expropiación consagrada en este artículo, en ningún caso procederá sobre los 

bienes adquiridos, construidos o destinados por los beneficiarios de un título 

minero, para su exploración o explotación o para el ejercicio de sus 

correspondientes servidumbres (Congreso de la República, 2001).   

 

Esta declaratoria, si bien en derecho corresponde a la libertad propia del legislador, en la 

práctica ha generado situaciones de hecho en muchas regiones de país que se traducen 

en que los propietarios de los predios, a quienes no se les comunica la existencia de 

solicitudes de titulación minera sobre sus terrenos, se ven obligados a vender sus 

propiedades o, en su defecto, a ser expropiados bajo la excusa de la prevalencia del interés 

general. Esta situación se ha presentado en departamentos de alta explotación como 

Cesar y La Guajira, principales proveedores de carbón en el país, así como en Santander, 

Antioquia, Tolima, Caldas, Cauca, Chocó y Córdoba, cuya participación en las 

exportaciones de oro es significativa (Contraloría General de la República, 2013).  

 

Lo anterior conlleva claras vulneraciones de derechos fundamentales de las personas y 

comunidades, en cuanto se generan fenómenos de desplazamiento, sin entrar a 

determinar las graves afectaciones derivadas de las relaciones de estos individuos o 

grupos con los territorios en que habitan tradicionalmente. 

 

Adicionalmente, esta declaratoria privilegia el desarrollo de las actividades mineras sobre 

otras que no tienen tal carácter, con lo que genera evidentes cambios en el uso del suelo 

de los territorios donde se desarrollan las explotaciones y, en consecuencia, afectaciones 

futuras para la producción agropecuaria, pesquera y forestal, contradiciendo a su vez el 

artículo 65 de la Constitución Política, que establece que: 
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ñ(l)a producción de alimentos gozará de la especial protección del Estado. Para tal 

efecto, se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, 

pecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, así como también a la 

construcción de obras de infraestructura física y adecuación de tierras. De igual 

manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de tecnología para 

la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el 

propósito de incrementar la productividadò.  

 

Esta variación en el uso del suelo, adicionalmente, tiene efectos a largo plazo, en tanto el 

desarrollo de la actividad minera imposibilita el desarrollo de actividades agropecuarias, 

pesqueras y forestales, entre otras, debido a la alta utilización de agua y demás recursos 

que requiere así como los niveles de contaminación que se generan, lo cual genera 

alteraciones profundas en los ecosistemas y formas de vida de los habitantes.  

 

En el mismo sentido, se debe mencionar que el artículo 1 del Decreto Ley 2811 de 1974 

dispuso que ñ(e)l ambiente es patrimonio común. El Estado y los particulares deben 

participar en su preservación y manejo, que son de utilidad pública e interés social. La 

preservación y manejo de los recursos naturales renovables también son de utilidad 

pública e interés socialò. Surge entonces la contradicción respecto de la declaratoria de 

utilidad pública tanto de la minería como de la preservación y manejo del ambiente, pues 

la minería genera claras afectaciones en los recursos naturales que ponen en riesgo la 

preservación de los diferentes ecosistemas (Contraloría General de la República, 2013). 

 

Adicionalmente, las críticas a este concepto han permitido evidenciar la incoherencia de 

esta declaratoria, al determinar que la extracción minera es una actividad económica de 

carácter privado que solo ofrece unos beneficios públicos, como las regalías o impuestos, 

los cuales en todo caso no representan un ingreso verdaderamente significativo para el 

Estado ïcomo se explicará más adelante-, con lo que el sacrificio en términos de derechos 

de las personas y comunidades, así como el desgaste frente a los ecosistemas y recursos, 

no termina materializando de forma efectiva el interés general (Jiménez Larrarte, 2011).   

 

Sin embargo, el concepto de utilidad pública ha sido ampliamente utilizado para sustentar 

la necesidad de la actividad minera, asegurando la extracción de minerales por encima de 
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la protección de comunidades y ecosistemas, la cual termina por favorecer los intereses 

privados de las empresas que desarrollan esta actividad, especialmente los intereses de 

las transnacionales que realizan explotaciones a gran escala.  

 

Frente a lo anterior, se hace necesario señalar que el Código de Minas, en el artículo 68, 

establece que el Gobierno Nacional adoptará un glosario o lista de definiciones y términos 

técnicos en materia minera. Este glosario fue realizado a través del Decreto Nacional 2191 

de 2003, consagrando varios tipos de minería como la minería legal, la minería ilegal, la 

minería formal, la minería informal y la minería de subsistencia, entendida así por las 

personas que la realizan y dependen de ella para la satisfacción de unos mínimos de vida.   

 

Sin embargo, cabe resaltar que durante muchos años hubo una ausencia en las 

regulaciones de las diferentes escalas de explotación minera, tales como la pequeña 

minería o la minería a gran escala. De esta manera, por ejemplo, se asimilaba la minería 

a pequeña escala con el desarrollo de la actividad de forma rudimentaria, haciéndose una 

similitud con la minería artesanal, al tiempo que sería también una forma de minería de 

subsistencia, pues por su propia definición, esta última se realiza a pequeña escala (Güisa, 

2013). 

 

Igualmente, el concepto de minería ilegal era equiparable a la minería de hecho, aunque 

esta última hacía referencia a la realidad social de las personas que han desarrollado esta 

actividad por un tiempo pero no han podido legalizar el título debido a las dificultades en el 

cumplimiento de los requisitos legales, los obstáculos tecnológicos, educativos, 

geográficos y demás barreras de entrada que impiden la formalización de su actividad 

(Defensoría del Pueblo, 2010). 

 

Así, la minería a pequeña escala podía abarcar varias formas de minería como la minería 

artesanal, ilegal, informal, de hecho, de subsistencia y tradicional, representando gran 

parte de la actividad. De hecho, de acuerdo con Güisa (2013), el porcentaje de unidades 

de explotación minera por escalas de producción es 2% para la gran escala, 26% en 

mediana escala y 72% para las explotaciones de pequeña escala. Lo anterior significa que, 

para la explotación de minerales en términos generales y sin entrar a analizar cada tipo de 

mineral específico, la mayor parte de la explotación es realizada por pequeños mineros. 
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En consecuencia, pese al alto nivel de representación en la actividad, la falta de regulación 

podría ser una muestra del interés de los diferentes gobiernos en Colombia de favorecer a 

las empresas transnacionales, pues mientras la minería a gran escala se encuentra 

regulada, formalizada y legalizada, la minería de pequeña y mediana escala enfrenta 

trabas, siendo en la práctica mucho más sencillo para las grandes empresas la obtención 

de licencias de explotación minera y contratos de concesión.  

 

Así, no fue sino hasta el año 2015 que se empezaron a regular las escalas de explotación 

minera, esto, debido al artículo 21 de la Ley 1753 de 2015, que estableció que: 

  

ñ(p)ara efectos de implementar una política pública diferenciada, las actividades 

mineras estarán clasificadas en minería de subsistencia, pequeña, mediana y 

grande. El Gobierno nacional las definirá y establecerá los requisitos teniendo en 

cuenta el número de hectáreas y/o la producción de las unidades mineras según el 

tipo de mineral. Para la exploración solo se tendrán en cuenta las hectáreasò 

(Congreso de la República de Colombia, 2015).  

 

Así, la Tabla 2-2 muestra los niveles de explotación de acuerdo al volumen de la 

producción minera. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Tabla 2-2: Niveles de explotación de acuerdo al volumen de producción minera  
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Fuente: Agencia Nacional de Minería (2016). 

De esta manera, el Decreto 1666 de 2016 reglamentó la minería de subsistencia y 

determinó para cada uno de los minerales la clasificación de la minería entre pequeña, 

mediana y gran escala, dependiendo del volumen de producción minera máxima anual.  

 

Por último, en aras de dar por finalizado el contexto general en el que se desarrolla la 

minería en Colombia, antes de mencionar cada uno de los Planes Nacionales de Desarrollo 

que han propiciado y permitido la implementación de esta industria, se muestran en la 

Tabla 2-3 las etapas de esta actividad, así como los requisitos necesarios para cada una 

de estas y las obligaciones que se derivan frente a las comunidades y habitantes de los 

territorios.   

 

 

 

 

 

 

 

Tabla 2-3: Fases de la actividad minera y requisitos en cada una de estas 
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Fuente: Fuentes (2015) 

 

De acuerdo con lo anterior es posible evidenciar que, para ninguna de las fases de la 

actividad se requiere aviso o consentimiento del propietario del terreno donde se va a 

realizar la actividad. Esto se encuentra en concordancia con la declaratoria de utilidad 

pública que, precisamente, permite la prevalencia de esta actividad por encima de derecho 

o intereses particulares, situación que es igualmente cuestionable pues, como se 

mencionó, los intereses en la minería son de carácter privado.  

Así mismo, la licencia ambiental, que es el instrumento idóneo para autorizar una actividad 

que produzca deterioro a los recursos naturales o a los ecosistemas, se requiere 

únicamente desde la fase de montaje y construcción, con lo que se desconocen los efectos 

que generan las actividades previas.  
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En consecuencia, las medidas y regulaciones en materia minera son laxas, buscando 

propiciar la actividad sin darle la suficiente importancia a las consecuencias ambientales y 

ecosistémicas en los territorios donde se desarrollan estos proyectos (Fuentes, 2015). De 

esta manera, esta situación ha sido propiciada igualmente por los Planes Nacionales de 

Desarrollo, como se pasará a analizar.  

2.1.1 Planes Nacionales de Desarrollo 2006-2018 

Teniendo un contexto sobre la regulación minera en Colombia, se hace necesario analizar 

los Planes Nacionales de Desarrollo más recientes, con el fin de determinar la importancia 

que se le ha dado a la minería en estos y comprobar si efectivamente esta ha tenido un 

papel preponderante dentro de la economía nacional. Así, se realizará una revisión de los 

últimos cuatro Planes, que abarcan del 2006 al 2018, periodo en el que se ha presentado 

el principal auge minero en América Latina.  

 

Vale la pena resaltar que el auge de los precios de los productos mineros inició a partir del 

año 2002 (ver Figura 2-1), con lo que productos como el carbón, cotizado entre 30 y 40 

dólares promedio, alcanzó hasta los doscientos dólares la tonelada; por su parte, el cobre 

se vendía entre 2.000 dólares por tonelada y subió hasta 6.800 dólares por tonelada en 

promedio, alcanzando un precio máximo de 10 mil dólares; el níquel, a su vez, pasó de 8 

mil dólares a estar incluso en los 50 mil dólares (Rudas, 2014). 

 

Este aumento, precisamente, promovió la implementación de políticas y estrategias para 

garantizar la explotación minera en los años siguientes, con lo que se ha buscado 

propender por esta actividad en los Planes Nacionales de Desarrollo como garantía para 

la superación de la pobreza y la equidad nacional.   
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Figura 2-1: Transacciones de metal y minerales a nivel mundial. Años 2000 a 2013 

 

Fuente: López Montaño (2015) 

 

Á Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010. Estado Comunitario desarrollo para 

todos.  

 

El Plan Nacional de Desarrollo 2006-2010 fue proferido a través de la Ley 1151 de 2007 

que, en su capítulo II, artículo 6, estipuló los principales planes de inversión que el 

Gobierno Nacional esperaba ejecutar en ese lapso. Así, el numeral cuarto titulaba: 

ñCrecimiento Alto y Sostenido: La Condici·n para un Desarrollo con Equidadò. En este 

numeral, dentro de las consideraciones macroeconómicas se estipuló que:  

 

El crecimiento económico sostenido es el principal vehículo para mejorar las 

condiciones de equidad y el ingreso de la población, razón por la cual el objetivo 

del PND es el desarrollo de estrategias señaladas para mantener las tasas de 

crecimiento en niveles del 5%.  

 

(é) Esta meta de crecimiento econ·mico implica elevar la tasa de inversi·n al 

26,1% del PIB al final de 2010 (70,4% a cargo del sector privado), situación que 

implica un crecimiento real anual promedio de la inversión del 6,4%. El empleo, por 

su parte, crecerá a una tasa promedio de 3,1%, lo que conducirá a una tasa de 
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desempleo promedio de 8,8% en 2010; y a su vez, los aumentos de productividad 

mantendrán la tendencia de los últimos años. El crecimiento promedio de las 

exportaciones totales en dólares es del orden del 8,5% y el de las no tradicionales 

del 12,5%; con estos crecimientos, el coeficiente de apertura aumentará del 34,9% 

al 37,8% entre 2007 y 2010. Las anteriores metas son consistentes con una tasa 

de ahorro doméstico de 23,5% del PIB al final del cuatrienio, de la cual el 76.2% se 

sustentará en el sector privado, y con una inversión extranjera directa que será del 

orden del 2,7% del PIB, lo cual equivale a montos promedios entre 2007 y 2010 de 

4.000 millones de dólares por año (Congreso de la República de Colombia, 2007).  

 

De esta manera se evidencia que desde el Gobierno Nacional se entiende la existencia de 

una relación causal entre la intensificación de la actividad extractiva, el crecimiento 

económico, la disminución de la pobreza y la generación de empleo. La aceptación de esta 

relación causal como un pilar incuestionable del desarrollo no es más que la apropiación e 

implementación de los discursos y lineamientos dispuestos por los Estados hegemónicos, 

consolidándose especialmente en la necesidad de inversión extranjera. En la Tabla 2-4 se 

evidencian las líneas base y las metas de crecimiento para el cuatrienio 2006 ï 2010. 

 

En el mismo punto, este PND estableció la necesidad de promover el aumento de la 

productividad de las exportaciones mineras legales, a través del fomento a la asociación 

de mineros en distritos, buscando igualmente optimizar la actividad minera, así como 

promover ñ(é) la asignaci·n de áreas mineras a operadores estratégicos y se impulsará 

el ajuste del Código de Minas en línea con las estrategias mencionadas. Adicionalmente, 

se promoverá el desarrollo de proyectos de transporte que permitan optimizar la 

comercialización de minerales explotados en el territorio nacional y se adelantarán las 

gestiones necesarias para concluir el programa de legalización de minasò, consagrando 

como meta para el cuatrienio un aumento del 50% de los distritos mineros con estrategias 

de aumento de productividad (Congreso de la República de Colombia, 2007).   

 

 

Tabla 2-4: Principales metas frente al capital físico presente en las estrategias de 

desarrollo productivo en el PND 2006 - 2010 
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Fuente: Congreso de la República de Colombia (2007) 

Así, teniendo dentro de los planes de inversión el desarrollo de actividades mineras y con 

el fin de garantizar el aumento de la productividad de esta industria, el PND estableció que 

los proyectos de promoción de la minería -así como la preservación del medio ambiente y 

la financiación de proyectos regionales de inversión- serían apoyados a través del Fondo 

Nacional de Regalías.  

 

De esta manera, este período dio inicio a un aumento desmedido de solicitudes y 

otorgamiento de títulos mineros que, en términos generales, se ha mantenido hasta el día 

de hoy, teniendo su principal auge en el periodo 2010-2014. Así, durante los 8 años del 

gobierno de Álvaro Uribe, la superficie de hectáreas con título minero pasó de 0,8 millones 

a 3,9 millones, es decir que se dio un crecimiento en área correspondiente al 388%, como 

se muestra en la Figura 2-2. 
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Figura 2-2: Aumento de titulación minera en Colombia. Periodos 1998-2009 

Fuente: López (2015) 

 

Así, el otorgamiento de títulos mineros fue altamente significativo lo que generó como 

consecuencia una afectación en las áreas protegidas de Colombia, en tanto de forma 

abiertamente irregular se otorgaron títulos mineros en zonas de Parques Nacionales 

Naturales, reservas forestales protectoras, ecosistemas de páramos y áreas Ramsar ï

reconocidas internacionalmente para la protección de humedales-, como se evidencia en 

la Tabla 2-5.  

 

Para el año 2010, el 0.4% del área de Parques Nacionales Naturales se encontraba con 

títulos mineros debidamente otorgados mientras que, por ejemplo, el 9.5% de los 

ecosistemas de páramo estaban afectados por esta titulación. Esta problemática se debe 

a una ausencia de delimitación del ecosistema en aras de su protección. Sin embargo, la 

situación terminaba siendo mucho más grave al considerar que estos porcentajes no son 

representativos en comparación con las solicitudes de titulación en las áreas protegidas 

que para el caso de las zonas de reserva forestal protectora, alcanzaban el 56.4%, 

mientras que para el caso de humedales RAMSAR, abarcaba el 45.9% (Fuentes, 2015).  

En la Tabla 2-6 se muestran las áreas protegidas nacionales, regionales y privadas en 

Colombia para el año 2019, de acuerdo a información del SINAP. 
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Tabla 2-5: Títulos mineros en zonas de protección al año 2010 

 

Fuente: Fuentes (2015) 

En consecuencia, este periodo marcó el avance de la implementación de la actividad 

minera como principal sector económico en el país, lo que conllevó a la titulación masiva 

que afectó a su paso las áreas protegidas del país, los ecosistemas estratégicos y los 

territorios étnicos y campesinos, generando un aumento significativo en los conflictos 

ambientales.  

 

Á Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014. Prosperidad para todos.  

 

El Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014, incorporado en el ordenamiento jurídico 

colombiano a través de la Ley 1450 de 2011, consagra en su capítulo II lo relativo a 

desarrollo sostenible y competitividad, con lo que en el numeral 2.5 estipuló las políticas 

frente al desarrollo minero y la expansión energética para el respectivo cuatrienio.   

 

Dentro de lo dispuesto en este título frente a la realización de actividades mineras, se tiene 

la creación de áreas de reservas mineras estratégicas que, como se verá más adelante, 
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tenían como objetivo delimitar áreas en las cuales se esperaba encontrar minerales 

estratégicos y realizar la explotación a través de contratos de concesión minera, 

restringiendo la posibilidad de solicitar licencias ambientales para estas áreas (Congreso 

de la República de Colombia, 2011).  

 

Tabla 2-6: Áreas Protegidas en Colombia para el 2019 

 

Fuente: SINAP (2019) 

 

Igualmente, este PND buscó ejercer control frente a las diferentes clases de minería y, a 

su vez, tenía dentro de sus objetivos la tecnificación de la actividad minera, con lo que en 

sus artículos 106 y 107, se consagró lo siguiente: 

 

Artículo 106. Control a la explotación ilícita de minerales. A partir de la vigencia de 

la presente ley, se prohíbe en todo el territorio nacional, la utilización de dragas, 
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minidragas, retroexcavadoras y demás equipos mecánicos en las actividades 

mineras sin título minero inscrito en el Registro Minero Nacional. 

 

El incumplimiento de esta prohibición, además de la acción penal correspondiente 

y sin perjuicio de otras medidas sancionatorias, dará lugar al decomiso de dichos 

bienes y a la imposición de una multa hasta de mil salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, que impondrá la autoridad policiva correspondiente. El 

Gobierno Nacional reglamentará la materia. 

 

Las solicitudes que actualmente se encuentren en trámite para legalizar la minería 

con minidragas a que se refiere el artículo 30 de la Ley 1382 de 2010, serán 

rechazadas de plano por la autoridad minera. 

 

Parágrafo. El Gobierno Nacional reorganizará los municipios verdaderamente 

explotadores de oro y tomará medidas para aquellos municipios que usurpan y 

cobran por conceptos de regalías en esta materia sin tener derechos por este 

concepto; igualmente aquellos excedentes que se demuestren del resultado del uso 

indebido de estas regalías serán utilizadas como indexación e indemnización a los 

municipios afectados por la minería ilegal de acuerdo a la reglamentación que para 

tal efecto expida el Gobierno Nacional. 

 

Artículo 107. Es deber del Gobierno Nacional implementar una estrategia para 

diferenciar la minería informal de la minería ilegal. Deberá, respetando el Estado 

Social de Derecho, construir una estrategia que proteja los mineros informales, 

garantizando su mínimo vital y el desarrollo de actividades mineras u otras 

actividades que le garanticen una vida digna. 

 

Ahora, si bien es cierto que este PND menciona la necesidad de fomentar estrategias que 

protejan a los mineros informales y que, en consecuencia, protejan la vida digna de los 

mismos, en realidad se concentró en las unidades de explotación minera a gran escala 

que contaban con las condiciones técnicas necesarias para continuar sus labores y adquirir 

tanto los contratos de concesión como las licencias de explotación, dando aplicación al 
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artículo 106 que prohibía la utilización de varios tipos de maquinarias y técnicas, y al 

artículo 108 que promovía los contratos de concesión minera para los minerales 

estratégicos del país.  

 

Este Plan consagró igualmente la necesidad de elaborar un Plan Nacional de 

Ordenamiento Minero, el cual debía producirse en los 3 años posteriores a la entrada en 

vigencia de la Ley del PND.  

 

De esta manera, la Resolución 0256 de 2014 de la Unidad de Planeación Minero 

Energética adoptó el Plan Nacional de Ordenamiento Minero ïPNOM- que, dentro de su 

anexo, recogió el potencial geológico del país así como los minerales estratégicos y las 

zonas de potencialidad para aquellos minerales, entre otros aspectos relativos a la 

realización de la actividad extractiva.  

 

Respecto de lo anterior, el Anexo extenso de la Resolución 0256 de 2014 establece que, 

en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 108 del PND, se determinaron los minerales 

estratégicos del país así como las áreas de presencia de estos, definiendo tres tipos de 

áreas de acuerdo al conocimiento geológico de cada una de ellas: 

  

ñĆreas tipo I son aquellas de las cuales se tiene un conocimiento aceptable de los 

factores considerados; áreas tipo II, aquellas donde el conocimiento geológico, 

geoquímico y geofísico es inferior y por ende es prioritario realizar trabajos para 

aumentar su conocimiento; y áreas tipo III corresponden a aquellas con bajo 

conocimiento geológico, geoquímico y geofísico pero que por sus características 

se presume que tienen potencial en minerales estrat®gicosò (Unidad de Planeación 

Minero Energética, 2014).  

 

Así, este PND concretó gran parte del desarrollo de la economía del país en la realización 

de actividades extractivas, creando políticas públicas tendientes a incentivar esta industria, 

a la vez que garantizaba, a través de la creación de diversa normatividad, la explotación 

minera por parte de grandes empresas transnacionales, aumentando en este periodo el 

número de exportaciones en comparación con el periodo anterior. 
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En la Figura 2-3 se muestra el comportamiento histórico de las exportaciones anuales de 

acuerdo al sector de la economía en la que se encuentran los productos comercializados 

hacia el extranjero, en miles de dólares. Es de notar que para el año 2014 las exportaciones 

de combustibles y de la industria extractiva superaron los 36 mil millones de dólares. 

 

Figura 2-3: Exportaciones anuales según tipo de productos (en miles de dólares). Años 
2006 - 2014 

 

  

Fuente: Elaboración propia a partir de datos tomados del DANE (2019) 

 

Durante este periodo, la búsqueda de aumento en la inversión extranjera y en las 

exportaciones significó, igualmente, el otorgamiento de títulos mineros que abarcaran una 

porción significativa del territorio nacional. Así, para diciembre de 2012 se habían sido 

suscritos 9.400 títulos mineros, cubriendo 5,6 millones de hectáreas del territorio nacional. 

De estos, 3.760 estaban en etapa de explotación, es decir, un área cercana al 1,8 % del 

territorio nacional (Contraloría General de la República, 2013). 

 

En el mismo sentido, para el año 2013 se estimaba que existían más de diecinueve mil 

(19.000) solicitudes mineras por resolver, lo que sumado a las áreas estratégicas mineras 

declaradas en los departamentos de Amazonas, Guainía, Guaviare, Vaupés, Vichada y 

Chocó, representaba una extensión aproximada de 22,3 a 40 millones de hectáreas, es 

 -
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decir, el 35% del territorio nacional frente al cual el gobierno nacional esperaba o permitía 

actividades mineras (Contraloría General de la República, 2013).   

 

Al igual que en el periodo anterior, se presentó el otorgamiento de títulos mineros en 

reservas forestales, con lo que, por ejemplo, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible tuvo que frenar los trámites de sustracción de la Reserva Forestal de la 

Amazonía ïdeclarada por el artículo 1 literal g de la Ley 2 de 1959-, para actividades 

mineras, basándose en el principio de precaución (Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible, 2012).  

 

Pese a la acci·n del Ministerio de Ambiente, para este periodo exist²an 14ô230.558 

hectáreas de áreas estratégicas mineras delimitadas en la Amazonía, así como dos 

solicitudes de sustracción de reserva, 51 títulos mineros vigentes y casi 1.200 solicitudes 

de concesión sobre casi cinco millones de hectáreas de la Amazonia, rica en minerales 

como oro o coltán, situación que generaba claros riesgos para los ecosistemas de la región 

que no alcanzaban a ser controlados a través de la mencionada resolución (Contraloría 

General de la República, 2013). 

 

Todas estas situaciones dieron lugar a un aumento significativo de los conflictos 

ambientales durante este periodo, con lo que mientras en 2003 se habían registrado 2 

nuevos conflictos en el sector minero, en el año 2011 ïel año con mayor conflictividad y 

uno de los picos de producción- se presentaron 24 nuevas conflictividades (Fundación Paz 

y Reconciliación, 2017). 

 

En el año 2014, al terminar este periodo del PND, Colombia se encontraba posicionado 

como el segundo país con mayor número de conflictos ambientales en el mundo, con lo 

que, de acuerdo con el Atlas de Justicia Ambiental, existía registro de 98 conflictos, 

estando, la mayoría de estos, relacionados con la extracción de minerales y elementos 

para la construcción, como se ilustra en la Figura 2-4. Para el año 2019, la cifra de 

conflictos ambientales en Colombia ascendió a 129, manteniéndose la tendencia 

mayoritaria en relación a los conflictos relacionados a las actividades extractivas (Temper 

et al., 2015).  
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Si bien este periodo fue el más representativo en cuando a exportaciones mineras de los 

analizados, lo cual permitió obtener la inversión extranjera propuesta dentro del Plan 

Nacional de Desarrollo y posicionar dicha inversión como un mecanismo de mejora 

económica y de generación de prosperidad para el país, en la práctica se produjeron 

deterioros en la calidad de vida de las personas y en los ecosistemas, llevando a la 

configuración de un gran número de conflictos ambientales.  

 

Figura 2-4: Conflictos ambientales en Colombia para el año 2014 

 

Fuente: Atlas de Justicia Ambiental (Temper et al., 2015) 

 

Á Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018. Todos por un nuevo país. Paz, Equidad y 

Educación. 

 

A través de la Ley 1753 de 2015 se profirió el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, con 

el cual se continuaron varias de las políticas dispuestas en el PND 2010-2014 en lo 

referente a la realización de actividades mineras. Así, el artículo 19 buscó la formalización 

de los pequeños mineros y el estricto cumplimiento de la guía ambiental por parte de estos. 

Así mismo, el artículo 20 de esta ley consagró las áreas de reserva para el desarrollo 

minero, entre estas, las áreas de reserva estratégica minera, las áreas de reserva para la 

formalización y las áreas para el desarrollo minero-energético.  
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Tanto para las áreas de reserva estratégica minera como para las de desarrollo minero-

energético, el artículo en mención estableció que serían otorgadas por la autoridad 

competente a través de procesos de selección objetiva, con lo que no se otorgaría más 

títulos mineros en las zonas en las cuales se encontraran delimitadas estas áreas.  

 

Igualmente, el artículo 22 de esta ley, estableció que la Autoridad Minera Nacional, 

requeriría a los interesados para que estos acreditaran la capacidad económica para la 

exploración, explotación, desarrollo y ejecución del proyecto minero, previo al otorgamiento 

de los títulos mineros y las cesiones de derechos. Esta acreditación supone una barrera 

de entrada importante para los mineros de pequeña escala. Así mismo, se impuso la 

obligación de elaborar y ejecutar Planes de Gestión Social, los cuales, harían parte de los 

procesos de fiscalización.  

 

En su artículo 53, este PND estableció la posibilidad de solicitar prórrogas de las 

concesiones mineras otorgadas, teniendo como requisito que la solicitud se surtiera ante 

la Autoridad Minera Nacional con mínimo dos años de anticipación al vencimiento del 

periodo de explotación, de la siguiente manera: 

 

Artículo 53. Prórrogas de concesiones mineras. Como mínimo dos (2) años antes de 

vencerse el período de explotación y encontrándose a paz y salvo con todas las 

obligaciones derivadas del contrato, el concesionario podrá solicitar la prórroga 

del mismo hasta por treinta (30) años, la cual no será automática. Presentada la 

solicitud, la Autoridad Minera Nacional determinará si concede o no la prórroga, para 

lo cual realizará una evaluación del costo-beneficio donde se establecerá la 

conveniencia de la misma para los intereses del Estado, teniendo en cuenta los 

criterios que establezca el Gobierno nacional, según la clasificación de la minería. 

En caso de solicitarse por parte de un titular minero la prórroga de un contrato de 

concesión, podrá exigirse por la Autoridad Minera Nacional nuevas condiciones 

frente a los contratos y pactar contraprestaciones adicionales a las regalías (Negrilla 

fuera del texto). 
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Se permitió de igual manera la solicitud de prórrogas en la etapa de exploración por 

periodos de dos años, hasta un periodo total de máximo once años, sustentando las 

razones técnicas y económicas de esta solicitud (Congreso de la República de Colombia, 

2015). Por último, al igual que en el PND 2010-2014, se prohibió la realización de 

actividades mineras en ecosistemas de intereses como humedales o páramos. 

 

Dentro de este periodo se evidenció una caída en los flujos de inversión extranjera directa 

para el sector minero energético en comparación con el periodo 2010-2014, disminuyendo 

para el 2018 a más de la mitad de los ingresos en millones de dólares del año 2013, como 

se evidencia en la Figura 2-5. Esta caída en la inversión extranjera tuvo relación con un 

ciclo de disminución en los precios internacionales del petróleo y de otros minerales. 

 

Figura 2-5: Flujos de inversión extranjera directa en el Sector Minero Energético 2010-

2018 

 

Fuente: Departamento Nacional de Planeación (2019) 

 

Lo anterior no fue óbice para prolongar con la política minera en el país, por lo que el 

gobierno continuó promoviendo las áreas estratégicas mineras buscando que el Sistema 

Geológico Colombiano adelantara actividades en aras de contar con información 

geográfica y cartográfica de las diferentes regiones para proyectar nuevas zonas de 

potencial minero (Departamento Nacional de Planeación, 2019). 
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Este periodo estuvo caracterizado por movilizaciones sociales de comunidades que se 

oponían a la industria extractiva en sus territorios, con lo que hubo un aumento significativo 

de consultas populares que buscaban prohibir la realización de actividades mineras en 

diferentes municipios, como se verá más adelante.  

 

Así mismo, de acuerdo con la Fundación Paz y Reconciliación (2017), entre los años 2000 

y 2016 se estima un total registrado de 179 conflictos ambientales en Colombia, 

relacionados con recursos naturales no renovables, tales como el petróleo, oro, carbón, 

agua, cobre, hierro, plata y níquel, entre otros (Figura 2-6). 

 

Figura 2-6: Conflictos ambientales por recursos naturales no renovables en Colombia 

Años 2000 ï 2016 

 

Fuente: Fundación Paz y Reconciliación (2017) 
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Así, de la base de datos construida por la Fundación Paz y Reconciliación (2017) - a partir 

de las bases de datos del Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP), 

Environmental Justice Atlas (EJAtlas) y el Observatorio de Conflictos Mineros de América 

Latina (OCMAL)-, se tiene que el departamento de Antioquia cuenta con 26 conflictos 

registrados, Boyacá 14 conflictos, Santander 13 conflictos, Meta 12 conflictos, Cauca 11 

conflictos, Norte de Santander 9 y Cesar 9 conflictos, Tolima, Guajira y Huila 8 conflictos, 

siendo los 10 departamentos con mayor concentración de conflictos ambientales.   

 

De esta información, se tiene que las extracciones de petróleo, oro y carbón concentraron 

el 87.2% de los conflictos. Igualmente, la extracción formal agrupó el 85% de los conflictos 

ambientales que, a su vez, se encuentran concentrados en la etapa de explotación, donde 

se producen el 83% de las conflictividades (Fundación Paz y Reconciliación, 2017). 

 

En conclusión, el número de conflictos ambientales en Colombia, a la fecha, genera una 

clara preocupación, pues da muestra de la inconformidad de las comunidades con el 

enfoque económico que prioriza las nociones de desarrollo del país a partir de un modelo 

extractivista y más concretamente, con las afectaciones directas que sufren los territorios 

que habitan. Esto, sumado a la continuidad del impulso de esta industria en el PND 2018-

2022, permite suponer que, como mínimo, el número de conflictos se mantendrá a lo largo 

de este nuevo periodo.  

 

Á Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022. Pacto por Colombia, pacto por la equidad. 

 

El Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 se expidió a través de la Ley 1955 de 2019, la 

cual consagra en su contenido diversos ñpactosò frente a temas de interés nacional, 

manifestando que estos pactos se configuran como estrategias transversales para el 

desarrollo nacional. Dentro de estos se encuentra el ñPacto por los recursos minero-

energ®ticos para el crecimiento sostenible y la expansi·n de oportunidadesò.  

 

Esta ley modificó los requisitos de la Ley 1753 de 2015 respecto de la solicitud de prórroga 

de la concesión minera, estableciendo como plazo mínimo para presentar dicha solicitud 

un lapso previo de 6 meses antes del vencimiento del periodo de explotación.  
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Respecto de la formalización minera, este PND mantiene las políticas de formalización, 

con lo que en su artículo 22 establece la obligación de obtener la licencia ambiental 

temporal para la formalización minera para todos aquellos que pretendan obtener un título 

minero bajo el marco normativo de la formalización de la minería tradicional o en la 

pequeña minería. Se consagra igualmente el rechazo de las solicitudes de formalización 

ante el incumplimiento de los términos y condiciones en materia ambiental.  

 

De igual forma, este PND se encargó de fijar el monto de las regalías sobre la explotación 

de recursos naturales no renovables de propiedad privada, con lo que en su artículo 330 

fijó los porcentajes de las regalías para los casos previstos en el artículo 227, inciso 2, del 

Código de Minas2. Si bien para la fecha no es posible dar cuenta de los resultados de este 

Plan, ya despierta algunas inquietudes en las materias de análisis; tanto porque se trata 

de una clara continuidad de los modelos anteriores como por la presencia de normas que 

pretenden limitar e incluso imponer tasas a la participación ciudadana, tal y como es el 

caso del artículo 161 sobre consulta previa que se analizará en el Capítulo 3 del presente 

trabajo.  

 

De esta manera se puede ver que, si bien los 4 Planes Nacionales de Desarrollo 

mencionados varían en algunos aspectos y figuras, en esencia comparten el objetivo de 

impulsar la minería bajo la base de su necesidad percibida por parte de los distintos 

gobiernos de turno para el desarrollo económico nacional, la búsqueda de la equidad y 

erradicación de la pobreza. Esta necesidad percibida se entiende, mas no se justifica, al 

tratarse de una fuente de divisas y de inversión por parte de empresas transnacionales, a 

la vez que se trata de una importante fuente de ingresos para el Estado por medio de la 

figura de las regalías. 

                                                
 

2 Inciso 2 Artículo 227 Código de Minas: En el caso de propietarios privados del subsuelo, estos 
pagarán no menos del 0.4% del valor de la producción calculado o medido al borde o en boca de 
mina, pagadero en dinero o en especie. Estos recursos se recaudarán y distribuirán de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 141 de 1994. El Gobierno reglamentará lo pertinente a la materia. 
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2.2 Efectividad del Sistema Nacional de Regalías 
en términos de participación del Estado en la 
actividad minera  

Como se mencionó, una de las principales formas del Estado para promover la minería 

recae precisamente en las llamadas regalías como una forma de ñcompensaci·nò para los 

departamentos y municipios que realizan y sufren directamente las consecuencias 

ambientales de la explotación de sus recursos naturales. A continuación se analiza esta 

figura y se evalúa si, efectivamente, resulta siendo una fuente de ingresos para la Nación 

y para los diferentes departamentos y municipios. 

 

El artículo 227 del Código de Minas define las regalías, consagrando que:  

 

ñDe conformidad con los art²culos 58, 332 y 360 de la Constitución Política, toda 

explotación de recursos naturales no renovables de propiedad estatal genera una 

regalía como contraprestación obligatoria. Esta consiste en un porcentaje, fijo o 

progresivo, del producto bruto explotado objeto del título minero y sus 

subproductos, calculado o medido al borde o en boca de mina, pagadero en dinero 

o en especie. También causará regalía la captación de minerales provenientes de 

medios o fuentes naturales que t®cnicamente se consideren minasò (Congreso de 

la República de Colombia, 2001). 

 

Las regalías han de entenderse como la participación del Estado en el aprovechamiento 

de los recursos naturales no renovables, es decir, el pago que hacen las compañías 

petroleras y mineras al Estado Colombiano por explotar sus yacimientos. Estas se destinan 

a solucionar las necesidades básicas insatisfechas de los departamentos y municipios 

como la educación básica, salud, agua potable y alcantarillado, entre otros, y a financiar 

grandes proyectos que traigan progreso a las regiones (Contraloría General de la 

República, 2019). 

 

Sin embargo, el régimen de regalías ha presentado múltiples inconvenientes debido a su 

distribución inequitativa y al escaso impacto generado en el bienestar de la población a 

través de las inversiones. Igualmente, vale la pena señalar que el ingreso de regalías a los 
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departamentos y municipios ha disminuido considerablemente en los últimos años, siendo 

este otro factor a considerar al hablar de su efectividad (Contraloría General de la 

República, 2019).  

 

Así, se entrará a analizar algunos de los inconvenientes de esta figura. En consecuencia, 

en primer lugar, se debe mencionar que, para efectos fiscales, la DIAN ha interpretado que 

las regalías pueden ser deducidas de la renta líquida como un costo de producción no 

sujeto al impuesto sobre la renta, generando un beneficio tributario en este sentido 

(Contraloría General de la República, 2013).  

 

Si bien, en términos generales la actividad minera está sujeta al impuesto sobre la renta, 

las tasas nominales establecidas en el régimen tributario son de aproximadamente el 33% 

sobre la renta gravable. Sin embargo, para el periodo 2007-2010, el sector minero pagó 

tasas efectivas del 10%, es decir que este sector goza de exenciones, deducciones y 

descuentos que disminuyen considerablemente los ingresos del Estado respecto de esta 

industria (Contraloría General de la República, 2013).  Así, en el periodo 2005-2010, estos 

beneficios tributarios fueron de tal nivel que la pérdida para el Estado fue mayor al beneficio 

obtenido 

 

(é) entre 2005 y 2010 las empresas propiamente mineras (dentro de las cuales 

están las que extraen carbón y níquel, con un peso preponderante) pagaron en 

promedio 878 mil millones de pesos anuales por concepto del impuesto a la renta. 

Pero durante el mismo período tuvieron deducciones, descuentos y exenciones que 

representaron un gasto tributario para el país (ingresos fiscales que se dejaron de 

percibir) de 1,78 billones de pesos. Es decir, por cada 100 pesos efectivamente 

pagados por este concepto, las empresas mineras tuvieron descuentos que 

terminaron representando pérdidas para el Estado de más de 200 pesos (Contraloría 

General de la República, 2013). 

 

En segundo lugar, la minería se encuentra exenta de pagar impuestos a los entes 

territoriales. En el artículo 231 del Código de Minas se consagra que los minerales que se 

obtengan, la maquinaria que se utilice y demás elementos usados en la exploración y 

explotación minera no podrán ser gravados con impuestos departamentales ni 
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municipales. Esto, en consecuencia, genera tanto una beneficio para la actividad como 

una afectación directa para los departamentos y municipios, al ser estos los que asumen 

los costos negativos de la actividad, sin percibir una ventaja directa en términos de ingresos 

fiscales (Contraloría General de la República, 2013). 

 

Con esto, es evidente que existe una brecha significativa entre el gasto fiscal producto de 

las deducciones realizadas por el Estado y los ingresos generados por las regalías, con lo 

que entre los años 2004 y 2011 ñ(é) en el caso del sector de hidrocarburos, el gasto fiscal 

de las reducciones en el impuesto a la renta representa el 118% de las regalías percibidas 

en el mismo período; y en el conjunto de la minería, por cada cien pesos recibidos por 

concepto de regalías, el Estado otorgó a las empresas un descuento en el impuesto a la 

renta por 132 pesosò (Contralor²a General de la Rep¼blica, 2013). 

 

Lo anterior, sumado a la existencia de tasas fijas de regalías, ha generado un obstáculo 

serio frente a la materialización y efectividad del sistema, esto, al considerar que, ante un 

aumento de los precios del mercado internacional, la participación del Estado se mantiene 

en el mismo nivel, con lo que, incluso si las empresas obtienen ingresos mayores a los 

esperados, el porcentaje correspondiente al Estado no varía (Cabrera Galvis, 2011).  

 

En virtud de las dificultades presentes en el sistema de regalías, el Acto Legislativo 05 de 

2011 y la Ley 1530 de 2012 modificaron su funcionamiento, estableciendo que los recursos 

del Sistema General de Regalías -SGR- se dirigirían hacia: (i) los departamentos ,  

municipios  y  distritos  en  cuyo  territorio  se  adelanten  explotaciones  de  recursos  

naturales  no  renovables,  así  como  los  municipios  y  distritos  con  puertos  marítimos  

y  fluviales  por  donde  se  transporten  dichos  recursos  o  productos  derivados siendo 

beneficiarios  de  las  Asignaciones  Directas -AD- del  SGR; (ii) Los  Fondos  creados  por  

el  Acto  Legislativo  05  de  2011, es decir,  el  Fondo  de  Ciencia, Tecnología e Innovación 

-FCTI-, el Fondo de Desarrollo Regional -FDR-, el Fondo de Compensación Regional -

FCR-  y  el  Fondo  de  Ahorro  y  Estabilización -FAE-; (iii) El  Ahorro  Pensional  de  las  

Entidades  Territoriales,  a  través  del Fonpet; (iv) La administración del SGR, dentro de 

la cual se agrupan la fiscalización  de  la  exploración  y  explotación  de  los  yacimientos,  

y  el  conocimiento  y  cartografía  geológica  del  subsuelo, el funcionamiento del sistema 
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de monitoreo, seguimiento, control y evaluación -SMSCE- del SGR y el funcionamiento del 

SGR.  

 

Al respecto y a modo de ejemplo, se debe indicar que en el bienio 2015-2016 los recursos 

de regalías se distribuyeron en un 23,2% para ahorro, 70,8% para inversión y 6% para la 

administración del sistema. De ese porcentaje de inversión, 32% correspondió a 

asignaciones directas, proviniendo el 20.5% de la AD formal y el 11.2% de recursos del 

FDR (Contraloría General de la República, 2015). Teniendo claro ese panorama, se hace 

evidente que la asignaci·n directa, que es la ñretribuci·nò otorgada a los departamentos y 

municipios donde se realiza la explotación y transporte de los recursos mineros, no 

representa un porcentaje significativo de los recursos del SGR.  

 

Como soporte de lo anterior, se tomará como referente la región Caribe, donde se 

encuentran los departamentos de La Guajira y Cesar que, como se ha mencionado, son 

los departamentos donde se encuentran ubicados los principales proyectos de explotación 

de carbón y, por lo tanto, deberían tener altas asignaciones directas. Sin embargo, de 

acuerdo a la Tabla 2-7, el ingreso de regalías a través de asignaciones directas no ha 

variado significativamente desde el año 2012, evidenciándose incluso una disminución en 

la asignación para los bienios 2015-2016 y 2017-2018, en comparación con los años 

previos, de forma tal que actualmente no genera un impacto significativo en las 

comunidades afectadas (Agencia Nacional de Minería, 2019). 

 

Así, el departamento del Caribe con mayores ingresos por asignaciones directas es el 

departamento del Cesar, seguido por La Guajira, lo que es coherente en el sentido de ser 

los departamentos con los más grandes proyectos mineros de Colombia (Ver Figura 2-7). 

Sin embargo, estas asignaciones directas son insuficientes para satisfacer las necesidades 

de las comunidades afectadas por la minería en la región, pues, como se verá a 

continuación, la minería en Colombia ha generado graves consecuencias ambientales y, 

por lo tanto, claras vulneraciones en los derechos de las personas y comunidades de las 

principales zonas de exploración y explotación. 

 

Tabla 2-7: Asignaciones directas en pesos en la Región Caribe hasta agosto 31 de 2017 
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Fuente: Agencia Nacional de Minería (2019) 

 

De esta manera, se debe señalar que a pesar del ingreso en términos monetarios, estos 

departamentos presentan graves problemas respecto a la huella hídrica y atmosférica al 

generarse altos niveles de contaminación por la explotación minera (Unidad de Planeación 

Minero Energética, 2015), sin desconocer igualmente la violencia generada por la 

actividad, que ha generado desplazamiento de comunidades indígenas, afrodescendientes 

y de las comunidades campesinas de la región, como se entrará a profundizar a 

continuación (Centro de Investigación y Educación Popular/Programa por la Paz 

CINEP/PPP, 2016). 

 

ASIGNACIONES DIRECTAS 

DEL PRESUPUESTO

2012 (1)

ASIGNACIONES DIRECTAS 

DEL PRESUPUESTO

BIENIO 2013-2014 (2)

ASIGNACIONES DIRECTAS 

DEL PRESUPUESTO

BIENIO 2015-2016 (3)

ASIGNACIONES DIRECTAS 

DEL PRESUPUESTO

BIENIO 2017-2018 (4)

TOTAL GENERAL                             

(a Agosto 31 de 2017)

Cesar 287.810.202.364            277.223.554.571            183.466.419.001            235.594.589.735            984.094.765.671            

La Guajira 159.843.272.388            148.137.667.374            96.420.679.970              134.491.237.024            538.892.856.756            

Cordoba 39.762.175.907              36.198.321.854              16.046.298.490              29.007.839.832              121.014.636.083            

Magdalena 31.937.735.876              30.726.002.783              20.427.341.984              26.263.925.253              109.355.005.896            

Bolivar 4.478.729.467                 3.051.336.634                 3.341.586.780                 4.405.548.427                 15.277.201.308              

Atlantico 16.000.806                       41.926.491                       61.772.551                       287.957.964                    407.657.812                    

Sucre 548.834                             33.889.762                       34.095.273                       73.512.023                       142.045.892                    
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Figura 2-7: Asignaciones directas para la región del Caribe. Años 2012 - 2018 

 

Fuente: Elaboración propia con base en información de la ANM (2019) 
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2.3 Aproximación a las afectaciones generadas 
por la minería en Colombia 

De acuerdo con los planteamientos previos, el propósito de esta sección es evidenciar los 

conflictos que se derivan de la actividad minera en Colombia, centrándose en las 

vulneraciones y violaciones a los derechos de las comunidades que se derivan del modelo 

extractivo, especialmente, la minería de carbón, al ser esta la de mayor impacto en 

Colombia e igualmente prestando especial atención a las afectaciones en los ecosistemas 

y al entorno en el territorio nacional.  

 

Así, se entrará a analizar si las llamadas regalías, son suficientes para compensar los 

costos ambientales de esta actividad, máxime al considerar que la contribución final de 

estas en los ingresos del Estado y, puntualmente de los departamentos y municipios donde 

se realiza la explotación, no es del todo representativa, como se vio en el subcapítulo 

anterior. 

2.3.1 Conflictos ambientales generados por la minería en 
Colombia  

Los conflictos ambientales pueden entenderse como las confrontaciones sociales, 

económicas y políticas relacionadas al uso, manejo, aprovechamiento, exploración, 

explotación, conservación, protección, administración o afectación de recursos naturales, 

territorios y condiciones ambientales, generados por la presencia de diferentes actores con 

intereses en disputa. Vale la pena resaltar que en las últimas décadas la incidencia de 

conflictos ambientales ha aumentado de manera significativa debido a los usos 

insostenibles que se ha dado a la naturaleza, en particular por los procesos de extracción 

de minerales e hidrocarburos y con especial preponderancia en territorios indígenas y 

campesinos en zonas y países periféricos (Rodríguez, 2008).  

 

Los conflictos ambientales también se interpretan como la movilización por parte de 

comunidades locales y movimientos sociales que pueden o no contar con apoyo de redes 

nacionales o internacionales contra la ejecución de determinadas actividades económicas, 

construcciones de infraestructura o disposición de desechos que afectan de forma directa 

a las comunidades y movimientos mencionados y donde los impactos ambientales 
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negativos de dichas actividades son el elemento central que origina los conflictos. Estos 

conflictos se dan a partir de las desigualdades estructurales de poder económico, político 

y social (Temper et al., 2015). En el capítulo 3 se profundiza sobre la justicia ambiental, 

concepto íntimamente relacionado al de conflicto ambiental y que resulta siendo el marco 

a partir del cual se busca el análisis, la prevención, el seguimiento y la solución de los 

conflictos ambientales generados por el reflejo de las asimetrías de poder en la distribución 

de recursos y cargas contaminantes.  

 

Si bien la realización de la actividad minera genera ingresos para las autoridades locales 

mediante el pago de las mencionadas regalías, esto no ha sido focalizado en las 

poblaciones más necesitadas que mantienen sus necesidades básicas insatisfechas, 

además de ser quienes pagan las consecuencias en términos de calidad de vida y 

disponibilidad de recursos ambientales (Unidad de Planeación Minero Energética, 2015).  

Ejemplo de esto, se halla precisamente en la explotación de carbón en Colombia, siendo 

el país el cuarto exportador de carbón térmico a nivel mundial y el décimo exportador de 

todos los tipos de carbón. Su producción ha aumentado un 8% anual en promedio en los 

últimos años. Al respecto cabe destacar que, de la producción nacional, el 89.80% se 

encuentra en los departamentos de la Guajira y Cesar en donde se ubican los dos 

proyectos carboníferos más importantes de Colombia3 (Unidad de Planeación Minero 

Energética, 2015). La Figura 2-8 muestra las reservas hipotéticas y comprobadas de 

carbón para los nueve departamentos con mayor participación en la minería de carbón.  

 

 

 

 

 

                                                
 

3 Los dos proyectos más importantes de Colombia en materia de explotación de carbón son El 
Cerrejón y La Loma. El primero, ubicado en el departamento de La Guajira, se compone de 
ñCarbones del Cerrej·n Limitedò y ñCerrej·n Zona Norte S.Aò, ambas empresas pertenecientes a 
las multinacionales BHP Billinton, Anglo American y Glencore Xtrata. A su vez, La Loma, 
denominada Mina Pribbenow, ubicada entre los municipios de El Paso, La Jagua de Ibirico y 
Chiriguaná en el departamento de Cesar, pertenece a la empresa Drummond. 



Capítulo 2: La Minería como actividad productiva en Colombia y los conflictos 

en torno a esta 

55 

 

 

 

Fuente: 

Unidad 

de 

Planeación Minero Energética (2015) 

 

La operación carbonífera en su integralidad genera diversos impactos en la vida de las 

personas que habitan los territorios donde se realizan estas actividades. Así mismo, la 

actividad minera ocasiona graves daños e impactos ambientales debido a los drásticos 

cambios a los que someten a la zona donde están las explotaciones: se afecta el paisaje, 

se modifica el uso del suelo y se altera la forma de vida en la región (Peña Lizarazo, 2018; 

Betancur y Villa, 2017). En este contexto, los pobladores de los departamentos y sectores 

de referencia tienen que cambiar su vocación agropecuaria hacia la minería de carbón. Al 

respecto, se debe señalar que todas las fases de la operación, desde la exploración, 

explotación, transporte y embarque generan consecuencias negativas en las comunidades 

y sus territorios (Defensoría del Pueblo, 2014). Frente a este punto, el Ministerio de 

Ambiente y Desarrollo Sostenible ha señalado que: 

 

Figura 2-8: Reservas de carbón por departamentos 
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En las zonas mineras en donde se realiza la explotación del carbón, 

mayoritariamente en los departamentos del Cesar y La Guajira, en los últimos años 

se han venido evidenciando impactos ambientales acumulativos generando un 

deterioro del ambiente en las zonas que son explotadas; sumado a los fenómenos 

climáticos locales y globales predominantes en esta zona (bajo nivel de 

precipitación). Frente a esta problemática, la población aledaña a los proyectos 

mineros ha requerido prioridad con intervenciones integrales por parte del Estado. 

La misma tendencia de impactos y conflictos se ha evidenciado en los puertos en 

donde se realiza en embarque de carbón, así como en las vías o líneas férreas por 

donde se transporta (Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2017). 

 

Ejemplo de esto se halla precisamente en el caso del Río Ranchería4, -que atraviesa el 

departamento de La Guajira de oriente a occidente y que permitía el desarrollo en distintos 

ámbitos de la comunidad Wayuú-, donde la realización de actividades mineras en la zona 

generó una afectación, pues las aguas residuales de los campamentos de las empresas 

mineras contaminaban éste y otros afluentes: 

 

(é) en la cuenca alta a¼n es posible ver un r²o cristalino, que a medida que se va 

acercando a la zona media y baja está contaminado, y donde difícilmente se 

encuentran los peces que solían pescarse y las plantas o árboles crecían al borde. 

Su uso como vertedero de aguas contaminadas transformó sus usos comunitarios. 

Los pobladores recuerdan el río además como un importante punto de encuentro y 

de diversión para las comunidades de la zona, al que asistían las mujeres para lavar 

la ropa, los jóvenes para nadar, y en donde se preparaban los alimentos para las 

festividades y llegaban familias y comunidades enteras para celebrar (Unidad de 

Planeación Minero Energética, 2015). 

 

                                                
 

4 La Unidad de Planeación Minero-Energética, con el fin de analizar la incidencia de la minería sobre 
el recurso hídrico, ha señalado que al Río Ranchería se le atribuía la fertilidad de los suelos de la 
región, permitiendo el desarrollo de actividades agrícolas, además de ser fuente de alimento, a 
través de la pesca. De igual manera se usaba para consumo doméstico, incluyendo lavado de ropas 
y para el desarrollo de actividades recreativas. 
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Paralelo a esto, a las comunidades de la zona progresivamente se les fue limitando el 

acceso al río, al iniciar un proceso de compra de tierras ubicadas en las orillas, por parte 

de las empresas mineras. Esto implicó que, tanto las comunidades indígenas Wayuú, como 

comunidades afrodescendientes, perdieran el contacto con parte del territorio que 

utilizaban dentro de su cotidianidad.  Otro ejemplo de los conflictos que generó la minería 

en la zona es la desviación del Arroyo Bruno, tributario del Río Ranchería, fuente hídrica 

para el abastecimiento de las comunidades indígenas y afrodescendientes de la región y 

para zonas urbanas de Maicao y Albania (Atlas de Justicia Ambiental, 2016). Este arroyo 

fue desviado por empresas mineras, afectando su disponibilidad por parte de las 

comunidades de la zona (Corte Constitucional, 2017). 

 

Esta situación reviste especial importancia en la relación económica y social de la actividad 

minera, pues las técnicas de explotación comparten dos elementos esenciales, el uso 

masivo de agua que impacta en la calidad de agua disponible y un potencial contaminante 

de otros recursos por voladuras. Así, frente al primer aspecto, es necesario señalar que 

para producir un gramo de oro, se requieren 477 litros de agua, a la vez que grandes 

proyectos de explotación exigen ñ(é) el empleo de m§s de 17.000 m3 de agua al d²a para 

la aspersión y carga del carb·n. Esto equivale (é) al consumo de agua de 

aproximadamente dos millones de personas al díaò (Uprimny Yepes y Sandoval Rojas, 

2014). 

 

En relación al segundo aspecto, el impacto de la industria extractiva en el agua de los 

territorios no se limita a su utilización en altos niveles, sino que su potencial contaminante 

radica en la producción de desechos de rocas, aceites y productos químicos que modifican 

las condiciones de las rocas por las que pasan las aguas subterráneas, convirtiéndolas en 

aguas contaminadas y afectando el acceso y la disponibilidad de agua potable para las 

comunidades en el largo plazo (Uprimny Yepes y Sandoval Rojas, 2014).  

 

De esta manera, la huella hídrica de la minería se refiere por un lado a la contaminación 

del agua y, por otro lado, a la variación de la forma en la que las comunidades se relacionan 

y conviven con dicho recurso, siendo evidente la priorización de la actividad minera por 

encima del bienestar de las comunidades que, pese a desarrollar sus proyectos de vida en 

torno a las fuentes de agua, se han visto privadas de las mismas, como se vio para el caso 
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del Río Ranchería, tratándose de un común denominador en todos los proyectos de 

explotación.  

 

En el mismo sentido, las actividades de explotación generan la pérdida de cobertura 

vegetal y, a su vez, producen la liberación de material particulado junto a la oxidación de 

metales pesados que afectan la salud de las personas por el aumento de la contaminación 

en el aire. Así, a modo de ejemplo, la calidad del aire de la región donde se realizan 

operaciones carboníferas llevó justamente al reasentamiento involuntario de las 

poblaciones de Plan Bonito, Boquerón y El Hatillo, al generar no solo una afectación al 

medio ambiente, sino también a la salud de los pobladores (Peña Lizarazo, 2018). Aunque 

la normatividad y las regulaciones buscan reducir los impactos de la minería de carbón a 

cielo abierto, está comprobado que la exposición al polvo de carbón puede generar 

afectaciones en la salud de las personas expuestas al mismo, causando enfermedades 

pulmonares crónicas e incluso cáncer (Contraloría General de la República, 2013).   

 

De esta manera, si bien se genera un ingreso a estos departamentos en términos de 

regalías, reducir las implicaciones de la minería a una mera retribución económica genera 

dificultades pues, en primer lugar, el porcentaje efectivo de asignaciones directas para los 

departamentos no representa ni siquiera la mitad de los recursos del Sistema General de 

Regalías y, en segundo lugar, las afectaciones en la salud y la vida de las comunidades 

han sido lo suficientemente significativas como para poner en duda las consideraciones de 

que el ingreso monetario da lugar a una compensación por estas vulneraciones. Todo esto 

sin estimar los costos relacionados con las afectaciones a los ecosistemas y su diversidad 

biótica, como se pasará a analizar. 

2.3.2 Afectaciones ecosistémicas de las actividades mineras  

Habiendo visto los impactos que se han generado en las comunidades que habitan en 

zonas aledañas a los proyectos mineros, es importante reconocer igualmente las 

afectaciones propias que se derivan de este tipo de actividades, no solamente en las 

personas sino también en los ecosistemas del país.  

Algunas de estas afectaciones se mencionaron previamente, aunque desde un enfoque 

antropocéntrico, como es el caso de la contaminación del recurso hídrico y la calidad del 
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aire mencionadas. Sin embargo, existen más afectaciones que repercuten de forma directa 

en los ecosistemas. Al respecto, la Corte Constitucional en su Sentencia C-339 de 2002 

ha identificado desde hace años algunas de estas implicaciones, señalando que:  

 

Es un hecho evidente que la industria extractiva produce una gran cantidad de 

desechos y desperdicios. El proceso de transformación de grandes masas de 

materiales para el aprovechamiento de los minerales útiles deja forzosamente 

materiales residuales que deterioran el entorno físico de la región en la cual se 

adelantan las labores afectando el paisaje y los suelos agrícolas 

(é) 

Cada vez que un mineral es extraído de la superficie o del subsuelo, un elemento 

estructural es removido. A menos de que sean controladas cuidadosamente, las 

técnicas superficiales de extracción pueden causar inestabilidad en las pendientes 

y erosión del suelo. En el caso de la minería del subsuelo, la capa superficial del 

sitio explotado puede moverse y/o hundirse en un movimiento geológico conocido 

como ñhundimientoò. En la superficie, esto puede causar sumideros u hoyos. 

Debido al colapso del estrato y las fracturas dentro de las rocas del estrato, el agua 

superficial puede filtrarse a través de la cavidad de la mina y disminuir el nivel de 

agua freática. Los niveles de agua freática pueden además ser interrumpidos o 

eliminados. El bombeo necesario para mantener el área de extracción limpia 

durante las operaciones mineras puede disminuir los niveles de agua freática. Estos 

esquemas de flujo distorsionados no pueden ser mejorados necesariamente 

durante la recuperación.  

 

El drenaje de la mina ocasionado por la sobrecarga de explosivos u otros materiales 

removidos para tener acceso al mineral, puede contener sedimento, metal y sulfuro. 

El drenaje ácido de la mina se da cuando la pirita se descompone por medio de la 

exposición al oxígeno y agua atmosféricos. El agua ácida, en cambio, puede 

ocasionar la colación de metales pesados de las rocas a su alrededor. La 

contaminación del agua causada por el drenaje ácido o la contaminación 

metalúrgica, puede ocurrir al mismo tiempo de la extracción y continuar filtrándose 

desde las minas, túneles, y jales por cientos de años, después de que la extracción 

ha finalizado (é). 
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Así, desde el año 2002, en Colombia ya se reconocían las graves implicaciones de la 

minería y la industria extractiva para los ecosistemas, como la erosión en el suelo y la 

contaminación metalúrgica que genera variaciones en los usos del suelo y afectaciones en 

los ecosistemas.  

 

Otra grave situación en materia ecosistémica es precisamente la deforestación producto 

de las actividades mineras ilícitas, con lo que, de acuerdo con el Ministerio de Ambiente y 

Desarrollo Sostenible (2017), el 7% de la deforestación en Colombia se deriva de la 

extracción ilícita de minerales. Sin embargo, esta visión incluye únicamente la 

deforestación en el marco de la minería ilegal o informal, con lo que se debe sumar 

igualmente, las consecuencias que se derivan del otorgamiento de títulos mineros en las 

áreas protegidas en Colombia. Lo anterior, sumado a la falta de financiamiento y 

mecanismos que disminuyan la deforestación y a la falta de un marco legal para ejercer 

control sobre la situación y la ausencia de coordinación institucional eficiente, implica un 

grave riesgo para el cuidado forestal del país (Ministerio de Ambiente, 2017).  

 

Si bien se mencionó que, para el periodo 2006-2010, el otorgamiento de licencias en áreas 

protegidas había sido un fenómeno altamente criticable, lo cierto es que este periodo no 

ha sido el único que presenta esta situación. De esta manera, en la actualidad siguen 

existiendo títulos mineros en áreas protegidas del SINAP y en las Zonas de Reserva 

Forestal dispuestas a partir de la Ley 2 de 1959, como se entrará a evidenciar a través de 

la Figura 2-9. 

 

Esto evidencia que no sólo existe un cruce significativamente alto entre los títulos mineros 

otorgados con áreas protegidas y las zonas de reserva forestal sino que, además, la 

presencia de títulos mineros coincide con los departamentos que tienen mayor presencia 

de conflictos ambientales, lo que hace claro que estos conflictos se generan como una 

reacción de las personas y comunidades a la actividad minera.  

 

Este tipo de situaciones permite evidenciar claramente que el Estado ha fallado en hacer 

partícipe a las comunidades de las decisiones que las afectan, privilegiando a las empresas 

mineras y, en consecuencia, facilitando la limitación de los derechos de las poblaciones 
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vulnerables, generando alteraciones en sus relaciones con el entorno y sus costumbres. 

Lamentablemente, esta situación se repite en numerosos municipios y departamentos de 

Colombia. Diferentes gobiernos han impulsado la realización de las actividades extractivas 

a toda costa, tal y como consta en los diferentes Planes Nacionales de Desarrollo, y se 

han mostrado indiferentes frente a las altas implicaciones sociales y ecológicas de este 

modelo de desarrollo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 2-9: Cruce entre títulos mineros vigentes, áreas del SINAP y ZRF de la Ley 2 de 

1959 
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Fuente: Torres (2019) 

 

 

 




































































































































